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Cuando en la Fundación Borredá decidimos acometer este estudio, teníamos muy 
presente que la contratación de servicios de seguridad privada por parte del sector 
público estaba afectada por graves ineficiencias desde antes, incluso, de la aparición 
de la última crisis económica. Sabíamos también que no sería fácil profundizar en 
este tema sin levantar ampollas o generar desconfianza en muchos ámbitos. Por otra 
parte, la información disponible en fuentes abiertas resultaba escasa para nuestro 
propósito, lo que añadía un plus de dificultad.

Por estas razones, nuestra primera obligación es rendir un tributo de agradecimien-
to a cuantos nos han ayudado a llevar a cabo el trabajo que ahora les presentamos. 
Las dificultades se desvanecieron con facilidad dando paso a un clima de confianza 
entre todos los colaboradores, que esperamos no haber defraudado. Nuestra dedica-
ción al interés general y nuestra fiabilidad nos han abierto todas las puertas, y nuestro 
propósito, siempre constructivo, nos lleva a señalar las ineficiencias sólo para aportar 
soluciones.

Así pues, gracias a todos quienes nos han apoyado, respetando su deseo de perma-
necer en segundo plano. Quiero también hacer un reconocimiento expreso a AENA, 
por su absoluta generosidad al colaborar en este estudio facilitando cuanta infor-
mación ha sido precisa, en un momento en que el gestor aeroportuario estaba en el 
ojo del huracán por las circunstancias que vienen concurriendo en sus procesos de 
contratación.

Igualmente, es obligado y de justicia agradecer el trabajo del equipo de la Fun-
dación coordinado por César Álvarez que han llevado a cabo una intensa labor de 
investigación para obtener información y analizarla, identificando las debilidades del 
actual modelo de contratación de seguridad privada por el sector público, como paso 
previo a la presentación de una serie de propuestas concretas para mejorarlo, con 
la esperanza de que merezcan la atención de la Administración, a la que finalmente 
corresponde su implementación.

A todos, muchas gracias. Pero nuestro compromiso no finaliza en este punto, sino 
que nos proponemos continuar el trabajo convocando, al menos, a todos los actores 
del sector, para elaborar un documento de consenso que contenga las cláusulas bási-
cas que garanticen una contratación social y técnicamente responsable de servicios 
de seguridad privada en el ámbito del sector público.

Ana Borredá

Presidente Fundación Borredá
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1. INTRODUCCIÓN

Durante los meses de julio y agosto de 2017 asistimos en España a un hecho insólito: la 
huelga de los vigilantes de seguridad, trabajadores de una empresa de seguridad priva-
da, que produjo un grave impacto en el normal funcionamiento del aeropuerto de El Prat, 
en Barcelona. La trascendencia del hecho y su incardinación en una situación de elevada 
amenaza terrorista, que de hecho se materializó durante este episodio precisamente en 
Barcelona, obliga a una reflexión profunda sobre sus causas, así como sobre las acciones 
necesarias para evitar su repetición en el futuro que, necesariamente, habrán de incidir en 
nuestro modelo de seguridad privada en su conjunto. 

En primer término, debemos constatar que no se trata de un hecho aislado, toda vez que 
la tendencia de la contratación pública durante la crisis ha sido la reducción del precio de 
los contratos, por los mismos servicios, con la correspondiente reducción de márgenes para 
las empresas. Si a esto unimos un excesivo apetito de riesgo, en ocasiones, por parte de las 
empresas, que se han visto obligadas a asumir estas condiciones para su supervivencia, es 
fácil comprender como la situación ha perjudicado al eslabón más débil de la cadena que es 
el personal de seguridad privada. En particular, a raíz del conflicto de El Prat, los vigilantes 
de seguridad de otros aeropuertos, pertenecientes a diferentes empresas, amenazaron con 
secundar la huelga, lo que no se llevó a efecto gracias al éxito de las acciones de contención 
emprendidas desde diferentes ámbitos. 

A mayor abundamiento, son de dominio público los frecuentes problemas de algunas 
empresas para cumplir sus obligaciones con sus trabajadores, mientras siguen obteniendo 
contratos con la Administración. Esta situación se agrava por la existencia de empresas 
que han recurrido a prácticas éticamente rechazables para mejorar sus márgenes a costa 
de las retribuciones de sus trabajadores. 

Como consecuencia, resulta lógico que el personal habilitado para el ejercicio de funcio-
nes de seguridad privada busque mejorar su situación económica acudiendo a ofertas de 
empleo en sectores más rentables para sus intereses. Se produce así una descapitalización 
de profesionales cualificados cuya reposición resulta especialmente complicada en situa-
ciones en las que, por elevación de la amenaza, se requieren refuerzos o nuevos servicios. 
Esta situación, ya padecida en un pasado no muy lejano y que, a pequeña escala, se repitió 
en el conflicto del aeropuerto de Barcelona, conduce a la contratación intensiva de personal 
insuficientemente preparado y, en definitiva, a una merma del nivel de calidad de los servi-
cios con el consiguiente impacto en la percepción de la fiabilidad de la seguridad privada.

La situación no es mejor para las propias empresas proveedoras de servicios, habida 
cuenta de que la facturación total del sector en España durante 2016, arroja una cifra to-
davía inferior a la conseguida en 2006, aunque suponga una subida del 4,83% en términos 
interanuales. En todo caso, la facturación recuperada en los dos últimos años solo alcanza 
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una cuarta parte de lo perdido durante la crisis, además de haberse producido una notable 
reducción de los márgenes, como consecuencia de la bajada de inversiones. 

En este contexto, la importancia de los contratos suscritos por las empresas de seguridad 
privada con el conjunto del sector público es extraordinariamente elevada, por razones tan-
to cuantitativas como cualitativas. En efecto: el volumen del negocio procedente del sector 
público alcanza hasta el 18% del total, pero más allá de la importancia objetiva de esta cifra, 
ha de llamarse la atención sobre el efecto ejemplarizante de las prácticas de contratación 
de las administraciones y la posición de referencia conferida a los adjudicatarios de los im-
portantes contratos promovidos por el sector público.

Por otra parte, es sabido que la crisis económica padecida en España ha impulsado un 
cambio en las prácticas de contratación a todos los niveles, de tal forma que se busca con-
tratar hasta el nivel económico que permite el presupuesto del organismo, se cubran o no 
las necesidades mínimas, o incluso las obligatorias, sin tomar conciencia del impacto que 
este cambio de prácticas está teniendo. Y precisamente el sector público, con su escasa 
agilidad para promover otros cambios estructurales, ha favorecido este modelo.

En definitiva, puede afirmarse que no hay sólo una causa que explique el deterioro del 
modelo de contratación, especialmente en el sector público, sino que el alejamiento de las 
buenas prácticas responde a varios factores que merece la pena analizar, especialmente 
cuando nos referimos a la contratación de servicios de seguridad en un país que vive bajo 
la amenaza terrorista y que apuesta por la integración de la seguridad privada en su modelo 
de Seguridad Pública hasta el punto de autorizar sus servicios en ámbitos de gran respon-
sabilidad. 

Por ello, fiel a su compromiso con la seguridad y con la vista puesta en el interés general, la 
FUNDACION BORREDA ha puesto en marcha un grupo de trabajo integrado por expertos 
en sus respectivos ámbitos, para estudiar las circunstancias que concurren en el deterioro 
del modelo de contratación de servicios de seguridad, especialmente en lo referido al sector 
público, poniendo de manifiesto las debilidades del sistema y sus posibles consecuencias 
en la calidad de los servicios. Fruto de su trabajo es este estudio que ahora presentamos, en 
el que no se trata de buscar culpables ni de exponer a la vergüenza pública a las víctimas 
de un sistema muy imperfecto que favorece la aparición de excesos tanto en la oferta como 
en la demanda. Se busca, simplemente, detectar los fallos y proponer soluciones.  

Para ello, la Fundación se ha valido de su recurso más preciado, que es, además de su 
propio conocimiento, su capacidad para concitar apoyos en todos los ámbitos, lo que nos 
ha permitido obtener la información suficiente para acometer un proyecto tan complejo con 
solvencia. Aun así, no es posible abordar el estudio de forma tan exhaustiva como hubiera 
sido nuestra voluntad porque la información disponible en fuentes abiertas es muy limitada 
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para ello y nos obliga a valorar nuestros resultados como una aproximación a la realidad, 
altamente fiable, pero sin presunción de veracidad absoluta.

En consecuencia, nos limitamos a llevar a cabo un análisis de diferentes contratos pro-
movidos desde diversos ámbitos del sector público, tanto administraciones como otros 
tipos de entes públicos, buscando elementos y condiciones que tengan la capacidad de 
incidir negativamente en el desarrollo de los servicios. Si lo estima de interés, la propia 
Administración cuenta con toda la información y los recursos necesarios para mejorar esta 
aproximación y proceder en consecuencia. 

Hemos contado con la inestimable colaboración de numerosos profesionales relacionados 
con los contratantes, usuarios de servicios de seguridad privada, o con los proveedores 
de estos servicios, que nos han brindado con toda honestidad su experiencia y su visión 
de los aspectos claves del problema. De todos los profesionales a quienes la Fundación 
ha solicitado su ayuda, pocos, muy pocos, nos la han negado; pero incluso esta negativa 
es provechosa porque viene a confirmar la falta de transparencia con la que se aborda la 
contratación de servicios de seguridad privada por parte de determinadas empresas. A 
todos ellos, queremos expresar nuestro agradecimiento y nuestro compromiso para seguir 
manteniendo los lazos de confianza que nos unen y para seguir prestando el mejor servicio 
al interés general.

NOTAS:

1. Para realizar este estudio la FUNDACIÓN BORREDA ha conseguido reunir una im-
portante muestra, superior a 5.500 licitaciones de servicios de seguridad ofertados 
por el sector público, por importe de más de 6.000 millones de euros en el período 
2007-2017, cuyos datos han sido publicados en Boletines Oficiales. Esto nos ha per-
mitido obtener, si no resultados exhaustivos, sí una aproximación bien fundamen-
tada a la situación real de la contratación en este ámbito. A lo largo de este estudio 
nos referiremos siempre a los datos extraídos de la muestra de referencia. 

2. En los cálculos de volumen de contratación adjudicado a cada empresa proveedora 
no se ha tenido en cuenta el importe que les corresponde en las diferentes UTEs en 
las que han participado.
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2. SITUACIÓN DEL SECTOR DE LA SEGURIDAD PRIVADA (2007-2017)

2.1 Empresas

Como puede apreciarse en las figuras 1 y 2, en general, todas las empresas, cualquiera 
que sea la actividad a la que se dediquen, han acusado los efectos de la crisis económica y, 
con algunas variaciones, han reducido su número durante la fase más intensa (2010-2013), 
para ir recuperándose progresivamente. Esta recuperación es mucho más acusada en la ac-
tividad de depósito de explosivos, donde las empresas han pasado de 12, en el año 2015, a 
30 en 2016 y a 48 en 2017. No obstante, hay que destacar el descenso de las que se dedican 
a la actividad de vigilancia y protección que, si bien crecían cada año en el período 2007-
2010, a partir de ese momento han iniciado un declive más o menos constante, aunque se 
aprecia una importante recuperación en el 2017. 

A falta de confirmar esta recuperación, parece necesaria una transformación del modelo 
de empresa de seguridad privada de vigilancia y protección, que evolucione desde simple 
proveedor intensivo de mano de obra poco cualificada, a proveedor de servicios de seguri-
dad integral adaptados a los avances tecnológicos, modificando sus procedimientos y los 
perfiles competenciales de sus trabajadores para adecuarse a los nuevos requerimientos de 
los usuarios. 

Figura 1: Evolución número de  empresas por actividad (2007-2017) Fuente UCSP 
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A mayor abundamiento, Según el informe de la UCSP de Policía Nacional referido a 2016, 
al que hemos tenido acceso, disminuye el peso del Sector de la Vigilancia y Protección, ga-
nando cuota de participación, a su costa, el sector de los Sistemas Electrónicos (que según 
el criterio de la UCSP engloba la instalación y el mantenimiento y la central receptora de 
alarmas).

También es llamativa la evolución de las empresas de protección de personas que, desde 
su momento álgido en 2010, han ido reduciendo su número como consecuencia de la re-
ducción de servicios motivados por la acción del terrorismo de ETA, para iniciar desde 2013 
una lenta pero constante recuperación.

Por otra parte, resulta interesante observar la concentración existente en dos actividades 
muy concretas: Centrales receptoras de alarmas y Transporte y Depósito de Fondos. En el 
primer caso, existiendo 155 operadores autorizados, los cinco principales controlan el 50% 
de la actividad. En el segundo, dos operadores controlan el 98% de la actividad.   
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Figura 2: Evolución número de empresas por actividad (2007-2017) Fuente UCSP
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Según el informe de APROSER sobre el sector de la seguridad privada en España en 2016, 
en cuanto a la procedencia del negocio, un 16% proviene del sector público, y un 84% del 
sector privado. Por su parte, en las Administraciones Públicas en lo referente a facturación, 
el 20% procede de la Administración Estatal, la Administración Autonómica aporta el 22%, 
la Administración Local el 10% y las empresas públicas el restante 48%.

Figura 3:  Procedencia del negocio de la Seguridad Privada en el año 2016. Fuente APROSER
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Un hecho a destacar, recogido del informe de la UCSP al que antes hemos hecho referencia, 
es que, pese a que la cifra de ventas del sector, correspondiente al año 2016, se incrementa 
un 3,45% en relación al año anterior, el resultado final del ejercicio de las empresas, después 
de aumentar en el año 2014, retrocede con gran fuerza. Se pone así de manifiesto que los 
márgenes de beneficios no van en consonancia con el aumento de las ventas.

2.2 Personal

A lo largo del período 2005-2017, las tablas del Anexo Salarial que se publicó en cada mo-
mento han subido 1,12 puntos menos que el IPC en el mismo periodo. No obstante, si tene-
mos en cuenta la mayor antigüedad devengada y pagada por las empresas, no incluida en 
estos cálculos, a razón de 0,35/0,45 puntos/año de media, tendríamos que añadir 4,55/5,85 
puntos que, deducidos de los 1,12 de pérdida, nos daría, a grosso modo, una mejora media 
de las retribuciones a favor del trabajador de 3,43/4,73 puntos (fig.4).

En cualquier caso, si bien los incrementos salariales han reducido su diferencial con el 
IPC hasta incluso crecer por debajo de él en 2017, debe reconocerse que, superado el perío-
do álgido de la crisis (2009-2012), en que el deterioro de los salarios fue notable, a partir de 
2012 se han recuperado y, tras el último Convenio Colectivo, puede admitirse, como aproxi-
mación, que el poder adquisitivo del personal de seguridad privada se mantiene o, incluso, 
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se eleva progresivamente sobre el IPC. No obstante, habrá que atender a circunstancias 
concretas y particulares y a otras variables para valorar convenientemente la evolución 
salarial real del personal de seguridad privada, tal como ocurrió en el caso del aeropuerto 
de El Prat.    

Respecto al convenio colectivo estatal de las empresas de seguridad, registrado y pu-
blicado por Resolución de 19 de enero de 2018, de la Dirección General de Empleo, y que 
contempla subidas de un 2% anual durante los años 2018, 2019 y 2020, hay que llamar la 
atención sobre el hecho de que algunas organizaciones empresariales no firmantes del con-
venio consideran insostenible este incremento, lo que les hace temer por la supervivencia 
de algunas empresas del sector.

Por lo que se refiere al número de vigilantes de seguridad en situación de actividad, tras una 
subida hasta el máximo de 90.000, en el año 2011, descendió hasta un mínimo de 75.650 en 
2014, con un ligero repunte en 2015, para bajar de nuevo a los 78.200 de 2016. (fig. 5)

Figura 4: Evolución IPC-Convenio colectivo, período 2005-2017
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Pese a los resultados mostrados por algunos estudios, creemos que la figura del vigilante 
de seguridad no goza de un importante reconocimiento social, con independencia de que 
se valore su contribución a la seguridad. La causa de esta falta de reconocimiento, hay que 
buscarla en el fácil acceso a la profesión, en su escasa formación inicial y de perfecciona-
miento, junto a una falta de modelo de carrera y de una imagen propia como integrante 
del sistema de seguridad pública. En general, la falta de identificación con la empresa de 
seguridad para la que trabaja en cada momento (la subrogación los liga más al cliente) y 
su utilización a bajo precio, repercute negativamente no sólo en la percepción social de su 
servicio, sino incluso en su propia autoestima. 
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Figura 5:  Evolución del número de vigilantes de seguridad en actividad. Fuente UCSP
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3. CONTRATACIÓN DE SEGURIDAD PRIVADA POR EL SECTOR PÚBLICO. 
DATOS ESTADÍSTICOS DE LA MUESTRA

El primer aspecto que llama la atención cuando se trata de acceder a datos estadísticos 
publicados sobre los contratos de seguridad efectuados por el sector público, es la falta de 
transparencia: el Boletín Oficial del Estado publica puntualmente los anuncios de licita-
ciones y adjudicaciones de mucho entes públicos, pero algunas de las grandes empresas 
no utilizan este procedimiento, por lo que ha de acudirse a sus respectivos portales de 
transparencia, que no están precisamente diseñados para facilitar búsquedas históricas. 
En consecuencia, la labor de investigación sobre la evolución de los contratos en el tiempo, 
volumen, empresas adjudicatarias y entes contratantes se ve seriamente dificultada. 

Por otra parte, la propia naturaleza de los pliegos, que describen, minuciosamente en 
ocasiones, las condiciones de ejecución de los servicios y su configuración, vetan su co-
nocimiento por parte del público en general, razón por la cual ni son públicos ni están al 
alcance de cualquier investigador externo. No obstante, la FUNDACIÓN BORREDA ha 
conseguido reunir una importante muestra, superior a 5.500 licitaciones de servicios de 
seguridad ofertados por el sector público, por importe de más de 6.000 millones de euros 
en el período 2007-2017, cuyos datos han sido publicados en Boletines Oficiales. Esto nos 
permite obtener, si no resultados exhaustivos, sí una aproximación bien fundamentada a la 
situación real de la contratación en este ámbito. A lo largo de este epígrafe nos referiremos 
siempre a los datos extraídos de la muestra de referencia, cuyo análisis arroja algunos re-
sultados ciertamente interesantes:

El número de contratos de seguridad descendió ininterrumpidamente entre 2007 y 2012, 
desde más de 700 a menos de 450 millones, manteniéndose por debajo de 500, con ligeras 
variaciones, hasta 2016 (fig.6)
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Figura 6:  Evolución del Nº de contratos, según la muestra de referencia. Período 2007-2017
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Sin embargo, en el mismo período, el importe total de las licitaciones no siguió la misma 
tónica, de manera que, en general, aunque se reduzca el número de contratos, aumenta el 
importe de las licitaciones, con el consiguiente impacto en los servicios (fig. 7) 
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Figura 7: Importe total de las licitaciones sobre la muestra de referencia (2007-2017) 

En el siguiente gráfico, puede verse como a partir de 2010 se reducen sucesivamente las 
diferencias entre los importes de licitación y adjudicación, pasando de un 7,5% a un 4%, 
según la muestra, a consecuencia, probablemente, de que la reducción del importe de las 
sucesivas licitaciones limita las bajadas, ajustando, incluso, los márgenes (fig.8).
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Figura 8:  Evolución importe licitaciones/adjudicaciones sobre la muestra
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Teniendo en cuenta que anualmente se licitan entre 80 y 120 contratos por importe su-
perior a un millón de euros y a falta de información fiable sobre uno de los principales 
contratantes, ADIF (que para el período 2014-2016 ha contratado servicios de vigilancia por 
importe de 63.602.368,84€ segín se ha publicado en prensa), podemos relacionar los entes 
públicos, empresas u órganos de las administraciones, con mayor capacidad de contra-
tación (fig. 9 y 10). Obviamente, las grandes infraestructuras de transporte concentran la 
mayor parte de los contratos.

Figura 10: Algunos de los principales entes públicos licitantes entre 20 y 100 M€ (2007-2017) 
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Figura 9: Algunos de los principales entes públicos licitantes de más de 100 M€ (2007-2017).

*Aunque no se dispone de datos contrastados, y por ello no se ha contemplado en la muestra,  puede estimarse que 
ADIF alcanza en el período un volumen de contratación en torno a los 300 M.€
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Respecto a las empresas de seguridad adjudicatarias de los contratos, destaca el eleva-
do importe de los que se gestionan a través de Uniones Temporales de Empresas creadas 
específicamente al efecto, unos 850 millones de euros, casi tres veces más que la em-
presa que más contratos obtuvo en el mismo período. Por otra parte, cuatro de las nueve  
empresas contempladas como máximos contratistas han pasado por diversas vicisitudes 
que las han llevado a desaparecer o cambiar de titularidad (en rojo), lo que indica hasta 
qué punto los grandes contratos de la Administración no garantizan los objetivos de las 
empresas (fig. 11 y 12). 

Figura 11: Algunas de las principales empresas de seguridad contratistas (2007-2017)*.
*No se incluye el importe que les corresponde por su participación en UTEs.
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Figura12: Algunas de las principales empresas de seguridad contratistas (2007-2017)*.
*No se incluye el importe que les corresponde por su participación en UTEs.
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Por esta razón, hemos querido reflejar la situación en el último año del período, en el que 
se observa el cambio sustancial que se ha producido en las empresas adjudicatarias de los 
contratos más importantes con el sector público (fig. 13 y 14). Vemos así que, Securitas que 
ocupaba la tercera posición en el período 2007-2016 ha pasado a la decimotercera en 2017.
Trablisa ha pasado de la décima a la sexta y Prosegur y Eulen se mantienen en primero 
y segundo lugar, respectivamente. Es interesante destacar que además de los resultados 
en la gráficas 13 y 14, se han adjudicado contratos en régimen de uniones temporales de 
empresas por valor de 132.940.369,50 euros.

Este desplazamiento del protagonismo es más acusado si tenemos en cuenta los cambios 
que se están produciendo en 2018 a causa de la adjudicación de los nuevos contratos de AENA, 
que sacan a Trablisa y Segurisa del ostracismo en que, a este respecto, se encontraban en 2016. 

Figura 13: Algunas de las principales empresas de seguridad contratistas en el año 2017, por 
importe superior a 10 millones de €*.

*No se incluye el importe que les corresponde por su participación en UTEs.
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Figura 14: Algunas de las principales empresas de seguridad contratistas en el año 2017, por 
importe inferior a 10 millones de €*.

*No se incluye el importe que les corresponde por su participación en UTEs.
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Figura 15: Evolución licitaciones ámbito sanitario
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Figura 16: Ámbito sanitario. Licitación por CC.AA.
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Por sectores, hemos querido destacar algunos ámbitos específicos como el sanitario en 
el que se observa una bajada importante en el ejercicio 2015. En cualquier caso, el año 2016 
ha marcado el máximo histórico de la serie en cuanto a volumen de licitaciones (fig.15). Por 
Comunidades Autónomas, se observa alguna desproporción entre el volumen de contrata-
ción y la entidad de la Comunidad (fig. 16)
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Otro sector que presentamos aisladamente, por su volumen de contratación, es el de las 
Universidades, que se mantiene en unos niveles estables y, en algún caso, sorprendente-
mente altos, como en Andalucía (fig. 17 y 18)
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Figura 17: Evolución licitaciones Universidades
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Figura 18: Ámbito Universidades. Licitación por CC.AA.
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4. VALORACIÓN DE LAS CONDICIONES DE CONTRATACIÓN

Del análisis de los pliegos de numerosos contratos de la muestra de referencia, de la infor-
mación obtenida a través de diferentes fuentes, tanto del área de los proveedores como de 
los contratantes y del propio conocimiento del sector por parte de la Fundación, se extraen 
numerosas observaciones que merecen una valoración por cuanto tienen una incidencia 
directa sobre la situación real de la contratación de seguridad privada por parte del sector 
público, algunas de las cuales se exponen a continuación:    

4.1 Objeto del contrato y organización del servicio  

En los contratos de servicios, el objeto del contrato lo constituyen los servicios de vigilan-
cia y seguridad a prestar en las instalaciones del contratante, cuyo alcance se especifica 
por varios procedimientos, detallados en el Pliego de Prescripciones Técnicas o diferido 
a visitas de inspección a las propias dependencias a proteger o a documentación com-
plementaria que se pondrá a disposición de los licitadores. Cuando se trata de contratos 
de suministros, gestionados normalmente vía acuerdo marco, el objeto lo constituyen los 
propios suministros, previo proceso de homologación de proveedores y equipos, de forma 
que la adjudicación se produce sobre la oferta más barata, con o sin negociación posterior. 
En razón a los volúmenes de ambos tipos de contratos, este estudio se centra fundamen-
talmente en los de servicios.

Tratándose de contratos referidos a servicios de seguridad, parecería lógico que el proce-
so se iniciara, a nivel interno, con un plan de seguridad elaborado por el contratante, que 
estableciera las necesidades y características del dispositivo que se quiere implementar, 
de acuerdo con su disponibilidad presupuestaria, para que las empresas de seguridad inte-
resadas formulasen sus ofertas, conforme a los extremos contenidos en el anuncio. Sin em-
bargo, la realidad es bien distinta: generalmente, el órgano contratante anuncia la cuantía 
económica estimada para la contratación o el número de horas a contratar para el servicio, 
basándose en los importes de ejercicios anteriores, convenientemente corregidos, en su 
caso, en función de nuevas necesidades o de variaciones presupuestarias impuestas.

Por su parte, el licitador propone sus condiciones, adaptando su oferta al precio máxi-
mo establecido. Excepcionalmente, en ocasiones el licitante concreta las condiciones del 
servicio con tal detalle que la empresa de seguridad no tiene margen para optimizar sus 
recursos y mejorar su propia oferta, habida cuenta del valor decisivo otorgado al precio de la 
misma. Esta situación no se compadece con la Ley anterior ni actual, que exigen, Art. 99.1, 
“El objeto de los contratos del sector público deberá ser determinado. El mismo se podrá de-
finir en atención a las necesidades o funcionalidades concretas que se pretenden satisfacer, 
sin cerrar el objeto del contrato a una solución única…”. 
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En estas condiciones, resulta llamativo el hecho de que las empresas licitadoras deban pre-
sentar los planes de seguridad de las instalaciones a proteger, con sus propios análisis de ries-
gos. A este respecto, hay que señalar que la Ley 5/2014, de Seguridad Privada, atribuye al Di-
rector de Seguridad del usuario la responsabilidad de “la planificación, organización y control de 
las actuaciones precisas para la implantación de las medidas conducentes a prevenir, proteger 
y reducir la manifestación de riesgos de cualquier naturaleza con medios y medidas precisas, 
mediante la elaboración y desarrollo de los planes de seguridad aplicables” (artículo 36.1.c). 

Sin embargo, la realidad es que son departamentos ajenos al de seguridad (compras ju-
rídico�) los que no sólo elaboran los pliegos de cláusulas administrativas particulares, sino 
que incluso limitan la capacidad de los departamentos de seguridad para establecer con-
diciones técnicas que mejoren los servicios y baremos de ponderación de precio y calidad 
que garanticen mínimos de calidad frente a precios bajos. 

La realidad es que otros departamentos ajenos 
al de seguridad limitan la capacidad de éstos para 
establecer las condiciones técnicas en los pliegos

Por eso, resulta llamativa la cláusula que hemos tenido la oportunidad de apreciar en 
algún pliego de condiciones particulares, en la que se admite la posibilidad de hacer modi-
ficaciones no previstas en el contrato, cuando se justifique suficientemente la concurrencia 
de circunstancias como la inadecuación de la prestación contratada para satisfacer las 
necesidades que pretenden cubrirse mediante el contrato debido a errores u omisiones pa-
decidos en la redacción del proyecto o de las especificaciones técnicas. Resulta, sin duda 
una razonable previsión cuyo alcance práctico desconocemos.

La tendencia ordinaria es la división en bloques o lotes de los contratos, con la particu-
laridad de que, en algunas ocasiones y por su propia naturaleza, unos bloques son incom-
patibles con otros, de forma que las empresas no pueden ofertar por el total, mientras que, 
en otros casos, las empresas deben presentar ofertas para todos los lotes. No obstante, 
también se anuncian contratos en que se licita la totalidad de servicios a realizar sin divi-
sión en bloques o lotes. En todo caso, estas diferencias no obedecen a criterios objetivos 
conocidos, sino a la forma específica de cada órgano de gestionar la contratación.

A este respecto, merece la pena recordar lo que dispone la nueva Ley 9/2017: “Art. 99.3. 
Siempre que la naturaleza o el objeto del contrato lo permitan, deberá preverse la realización 
independiente de cada una de sus partes mediante su división en lotes� No obstante lo ante-
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rior, el órgano de contratación podrá no dividir en lotes el objeto del contrato cuando existan 
motivos válidos, que deberán justificarse debidamente en el expediente”.

Hay que resaltar que, en ocasiones, además de los servicios de vigilancia y seguridad, se 
licitan en el mismo pliego servicios auxiliares de acompañamiento y atención al público. 
En otros casos, se contratan servicios de seguridad más allá de la simple vigilancia y pro-
tección, externalizando funciones tan críticas como la dirección técnica de autoprotección 
o la inspección de los servicios por cuenta del contratante, así como su coordinación, inclu-
so con las FCS. La explicación a esta forma de proceder quizá haya que buscarla en la poca 
capacidad de la Administración para adecuar sus plantillas a las necesidades reales que se 
plantean al asumir nuevas funciones, por lo que los departamentos de seguridad recurren 
a la contratación de personal externo para realizar determinadas tareas para las que, aun 
siendo de su competencia, no disponen de recursos propios.

Llama la atención que este problema de la falta de agilidad de los órganos de la Adminis-
tración o del sector público para modificar sus plantillas y, en consecuencia, adaptar sus 
estructuras a los cambios impuestos por la aparición de nuevas normas reguladoras de su 
ámbito de actividad, ya ha sido denunciado por los operadores críticos del sector público, 
que no alcanzan a adecuarse a la normativa PIC, por la incapacidad de modificar sus plan-
tillas y adaptar los perfiles profesionales a las nuevas exigencias en materia de seguridad, 
como pueda ser el nombramiento de la figura de responsable de seguridad y enlace im-
puesta por la Ley 8/2011, de Protección de Infraestructuras Críticas.

En ocasiones se incluyen en los pliegos de 
servicios de vigilancia y protección funciones tan 

críticas como la dirección técnica de autoprotección 
o la coordinación con las FCS

Un importante aspecto a tener en cuenta es el papel que asume cada empresa en la 
dirección de los servicios: en algunos casos, se deja al contratista, de forma exclusiva, la 
dirección y control de todas las actividades que realice su personal en la ejecución de los 
servicios, incluso se establece expresamente en los correspondientes pliegos que, en el 
desempeño de sus funciones, los vigilantes de seguridad dependerán del coordinador para 
la instalación designado por el contratista; en otros, se pide asesoramiento al contratante 
en todo lo referente a misiones que pueden cumplir este personal de acuerdo a la legisla-
ción vigente; sólo en ocasiones, el contratante designa un director del contrato que asume 
la responsabilidad de la comprobación y vigilancia del correcto cumplimiento de la presta-
ción del servicio y la resolución de cuantos problemas se planteen en su ejecución.
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En este sentido, y con independencia de la necesaria intervención del empresario para evi-
tar la cesión ilegal de sus trabajadores, conviene recordar que la Ley 5/2014, de Seguridad 
Privada, atribuye al director de seguridad (artículo 36.1.a) “la organización, dirección, inspec-
ción y administración de los servicios y recursos de seguridad privada disponibles”. A mayor 
abundamiento, en el artículo 36.4 se dispone que cuando una empresa de seguridad preste 
servicio a un usuario que cuente con su propio director de seguridad, las funciones de direc-
ción encomendadas a los jefes de seguridad serán asumidas por dicho director de seguridad. 
En cualquier caso, no debe desdeñarse la capacidad del contratista para adecuar los servicios 
a los riesgos, planificándolos e inspeccionándolos convenientemente, por lo que cabría su 
inclusión en los pliegos como un plus de calidad a valorar para la adjudicación.

Como ejemplo de buenas prácticas, merece citarse el caso de RENFE, que exige al lici-
tador un documento detallado que contenga la descripción de cómo va a acometer la ins-
pección de los servicios, así como los medios humanos y materiales que asignará para esta 
inspección. Adjudicado el contrato, el contratista debe presentar un informe mensual en el 
que se especifiquen los controles que se hayan realizado, así como el resultado obtenido y 
las medidas de mejora propuestas. 

Por su parte, RENFE-Operadora establece su propio sistema de control, que, además de 
llevarse a cabo con recursos propios, puede incluir la contratación de una empresa exter-
na que realice labores de inspección y control de calidad en la prestación de los servicios 
prestados por las compañías de seguridad. Estas labores se compondrán de auditorías para 
evaluar, entre otros, los siguientes indicadores:

  Puntualidad en el inicio y finalización del servicio.
  Descubiertos.
  Descuido en la uniformidad o en el aseo personal.
  Faltas en el cumplimiento de los procedimientos operativos comunicados.
  Encuestas de satisfacción a los viajeros.

4.2  Obligaciones de licitadores y adjudicatarios

La exigencia legal, para las empresas que acuden a una licitación, de estar al corriente en 
el cumplimiento de las obligaciones tributarias y con la Seguridad Social es común a to-
dos los pliegos; sin embargo, existe una gran variación en la forma prevista para acreditar 
el cumplimiento de dichos requisitos. En unos casos es suficiente la presentación de la 
correspondiente certificación administrativa, expedida por el órgano competente dentro 
de los 30 días anteriores a la fecha de presentación de la oferta; en otros, se exige el man-
tenimiento de este requisito durante toda la vida del contrato, pudiendo ser solicitada la 
certificación en cualquier momento, siendo su falta, causa de resolución.
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En todo caso, no deja de resultar llamativa la disparidad que se observa respecto al nivel 
de atención al cumplimiento de estos requisitos, pese a la extraordinaria importancia que 
revisten de cara a la valoración de la solvencia de las empresas y para el más adecuado 
desarrollo, por parte del personal de seguridad privada, de su labor profesional. Por eso 
cabe citar, como ejemplo de buenas prácticas,  el caso de AENA, que exige a la empresa 
adjudicataria la remisión, antes del inicio de la actividad contratada, de la documentación 
relativa a la afiliación y alta en la Seguridad Social de todos los trabajadores contratados 
o subcontratados que van a prestar el servicio; documentación que deberá remitirse, ade-
más, con una periodicidad bimestral durante todo el período de prestación de la actividad 
contratada, además de cuando se incorporen nuevos trabajadores a prestar servicio.

Los pliegos del período estudiado ponen de mani-
fiesto la escasa atención prestada a la contratación 
socialmente responsable y, en particular, el cumpli-

miento de los convenios colectivos sectoriales

Tampoco resultan uniformes los criterios para fijar el importe de las garantías, que, en el 
caso de las provisionales, o no se consideran o van desde un millón de euros a un 3% del 
presupuesto de licitación. En cuanto a las complementarias, en ocasiones no se contem-
plan, o varían hasta un 5% del precio de adjudicación, en función del porcentaje de bajada 
sobre el de licitación. En algún caso, cuando se refieren a ofertas consideradas en principio 
anormalmente bajas, llegan al 20% del importe de adjudicación. 

Por otra parte, los pliegos del período estudiado, elaborados conforme a la normativa ya 
derogada, ponen de manifiesto la escasa atención prestada a la contratación socialmente 
responsable y, en particular, al cumplimiento de los convenios colectivos sectoriales. Por 
eso es de justicia destacar alguna excepción, como es el caso de METRO de Madrid, que, 
en su pliego de condiciones particulares para el contrato de 2017, establece como condición 
esencial de ejecución, el compromiso de aplicar, durante toda la vigencia del contrato, a todos 
los trabajadores adscritos a la prestación del servicio, como mínimo, las tablas salariales re-
cogidas en el Convenio Colectivo estatal de las empresas de seguridad que se halle en vigor.

Afortunadamente, la Ley 9/2017 viene a corregir este defecto y, tomando en considera-
ción, precisamente, la situación del personal e seguridad privada, establece: “Art. 100.- En 
los contratos en que el coste de los salarios de las personas empleadas para su ejecución 
formen parte del precio total del contrato, el presupuesto base de licitación indicará de for-
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ma desglosada y con desagregación de género y categoría profesional los costes salariales 
estimados a partir del convenio laboral de referencia”.

Esta es una cuestión del máximo interés para el Ministerio del Interior, que trata de rodear 
los servicios de seguridad privada de un conjunto de garantías que permitan elevar su ca-
lidad. Así, anticipándose a las previsiones de la nueva Ley de Contratos del Sector Público, 
el borrador de reglamento de seguridad privada elaborado por la Secretaría General Técnica 
establece algunas condiciones especiales en la contratación (artículo 52) “en consideración 
a la relevancia de estos servicios para la seguridad pública, especialmente los que se presten 
en coordinación con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y de acuerdo con sus instrucciones”.

En particular,“se exigirá la aplicación de más de un criterio de adjudicación, debiendo 
primar los de carácter cualitativo sobre el precio, singularmente aquellos que permitan ga-
rantizar la especial obligación de colaboración con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad”. 
Igualmente, indicaba que “se podrían establecer condiciones especiales de ejecución de 
los contratos de servicios de seguridad privada relacionadas con el cumplimiento de las 
obligaciones laborales por parte de las empresas de seguridad privada contratistas, como el 
cumplimiento del convenio colectivo sectorial de aplicación al personal de seguridad priva-
da, hasta el punto de que los pliegos de cláusulas administrativas particulares o los contratos 
podrán establecer penalidades para el caso de incumplimiento de estas condiciones espe-
ciales de ejecución, o atribuirles el carácter de obligaciones contractuales esenciales a los 
efectos de la resolución de los contratos”.

Es igualmente llamativa la condición impuesta por la Orden FOM/4003/2008, de 22 de julio, 
en el ámbito de Puertos del Estado y Autoridades Portuarias, de contratar personal en situa-
ción de paro, al menos en un 20% del personal necesario, sin cuyo requisito no se autorizará 
ninguna subcontratación, que, por cierto, está directamente vetada en numerosos contratos.

4.3 Solvencia económica y técnica

Con carácter general, la solvencia económica puede acreditarse mediante certificación de 
la inscripción en el Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Estado, o 
incluso en registros particulares como, a título de ejemplo, el Registro Voluntario de Licita-
dores de ADIF.  Lo verdaderamente llamativo es la falta de uniformidad de criterio sobre los 
niveles de solvencia que se exigen por diferentes licitantes.

Por citar algunos ejemplos, a veces se exige una cifra global de negocios en el ámbito de 
actividades objeto del contrato, referida a la media de los tres últimos ejercicios, que oscila 
entre una vez y media y tres veces superior al precio de licitación de cada uno de los Lotes a 
los que presente oferta. En otros casos, con lotes valorados entre 35 y 40 M€, se requiere un 
volumen anual de negocios tal que la media aritmética de los tres últimos ejercicios iguale 
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o supere los 40 M€. Por citar otra posibilidad, mencionaremos contratos de 32 M€ en los que 
se exige una cifra de negocios de 24 M€. 

A este respecto, conviene recordar, una vez más, lo dispuesto por la Ley 9/2017: “Art. 
87.1.a). - …El volumen de negocios mínimo anual exigido no excederá de una vez y media 
el valor estimado del contrato, excepto en casos debidamente justificados como los relacio-
nados con los riesgos especiales vinculados a la naturaleza de las obras, los servicios o los 
suministros. El órgano de contratación indicará las principales razones de la imposición de 
dicho requisito en los pliegos de la contratación”

Esta aparente falta de criterio y la exigencia de unos mínimos no previstos expresamente 
en la Ley, puede representar una discriminación real para empresas que no alcancen esos 
volúmenes de facturación. En este sentido, se conocen numerosos ejemplos de impugna-
ción de pliegos por parte de determinadas empresas que se sienten perjudicadas en sus 
intereses, o de recursos planteados por las asociaciones que las representan, como medio 
para preservar su anonimato y alejar posibles represalias posteriores, circunstancia ésta de 
dudosa verosimilitud pero que da idea del sentimiento de indefensión que puede sentir las 
PYMES frente a la Administración. Afortunadamente, la nueva Ley de Contratos del Sector 
Público parece apostar por mejorar el acceso de estas empresas a contratos.

En este sentido, merece la pena citar, como uno de los últimos ejemplos de aparente 
discriminación, el caso de un organismo público que exige, como requisito para acreditar 
solvencia técnica, un certificado expedido por AENOR de contar con un “Sistema de ges-
tión profesional y deontológico de los Servicios de seguridad privada”. Este sistema no está  
incluido entre los previstos por la legislación vigente para los contratos sujetos a legislación 
armonizada y únicamente están posesión de este certificado las empresas asociadas a 
una determinada organización empresarial que lo exige como requisito de calidad para 
pertenencia a la misma, loable iniciativa que no puede generalizarse como requisito exi-
gible para la acreditación de solvencia técnica en contratos con el sector público, máxime 
teniendo en cuenta cómo se desvirtúa su eficacia por las transferencias de personal que se 
producen en los procesos de subrogación de los contratos. 

Por otra parte, en cuanto a la solvencia técnica, el licitador debe acreditar su capacidad 
para cumplir las especificaciones establecidas en los correspondientes pliegos, lo que im-
plica informar de cuestiones como el organigrama de la empresa, composición y funciona-
miento detallado del equipo humano destinado a cubrir los diferentes puntos de vigilancia, 
recursos técnicos y materiales ofertados, realizar análisis de riesgos de los puntos de servi-
cio, o presentar un plan de inspecciones. Así mismo, interesa el proceso y procedimientos 
empleados para la selección de los vigilantes destinados a la prestación del servicio, así 
como el plan de formación previsto y plantilla media anual de vigilantes de seguridad du-
rante los últimos años.
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Como medio para verificar la solvencia técnica del licitador, se le requiere, en ocasiones, 
una relación de los principales trabajos realizados en los últimos años, de los que algunos 
deberán ser similares al objeto de la licitación. Incluso se llega a exigir que esos contratos 
anteriores alcancen un mínimo anual de varios millones de euros en su conjunto. Como 
particularidad, en la línea apuntada anteriormente, se llega a solicitar la acreditación de 
estar en posesión de certificaciones ISO de sistemas de gestión de calidad o de gestión 
medioambiental.

Estos requisitos de solvencia técnica, de extraordinaria importancia cuando se trata de 
contratos de seguridad, pierden, como decíamos anteriormente, parte de su razón de ser por 
las transferencias de personal en los cambios de titularidad de los contratos. En todo caso, 
deben ponerse en relación con los métodos de ponderación precio-calidad, de forma que, para 
contar con licitadores de una elevada solvencia técnica, no sirve diseñar fórmulas que sólo 
establezcan un filtro que pueda superarse con mínimos de calidad, para desembocar en un 
proceso de simples precios a la baja que, en definitiva, marcarán la garantía y estabilidad del 
servicio. De esta forma, si el contratante pretende obtener buenas prestaciones sin valorarlas 
convenientemente, simplemente conseguirá revalorizar los servicios de peor calidad.

Si el contratante busca buenas prestaciones sin la 
adecuada ponderación precio-calidad, simplemente 
conseguirá revalorizar los servicios de peor calidad

En todo caso, los requisitos referidos a la solvencia técnica o económica, impuestos al 
amparo del RDL 3/2011 por el que se aprobaba el texto refundido de la anterior Ley de Con-
tratos del Sector Público, actualmente derogada, pero vigente en el período que abarca este 
estudio, deberían estar vinculados al objeto del contrato y ser proporcionales al mismo.

4.4 Valoración de las ofertas

Es este el aspecto de la contratación en el sector público donde la disparidad de criterios 
es más acusada, hasta el punto de que, siguiendo las previsiones legales vigentes en el 
momento de su elaboración, podemos encontrarnos desde pliegos con un solo criterio de 
adjudicación, el precio más bajo, sin perjuicio de establecer unos mínimos de calidad  para 
que la oferta sea tomada en consideración, hasta otros en los que al del precio, se añaden 
otros criterios para la valoración de la oferta técnica, tanto objetivos como subjetivos. Con-
viene tener presente que en todos los casos se trata de servicios de vigilancia y protección 
de instalaciones, de similar naturaleza, llevados a cabo por vigilantes de seguridad.
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En este segundo caso, nos encontramos también un amplio abanico de tablas y fórmulas 
para ponderar el peso de la oferta técnica, a juicio del órgano contratante, pero siempre 
inferior al de la oferta económica. Por otra parte, dentro de los elementos a considerar en la 
oferta técnica, la valoración otorgada a cada uno, necesariamente subjetiva, presenta algu-
nos desequilibrios de difícil comprensión, como la escasa importancia que tiende a darse, 
en general, a los planes de selección y formación del personal.

También es interesante comprobar cómo, en alguno de los pliegos que hemos tenido la 
oportunidad de estudiar, se establece, como criterio técnico evaluable mediante juicios de 
valor, la elaboración de un Plan Integral de Seguridad para cada uno de los lotes a los que 
presenten oferta, cuya puntuación máxima es la mitad de la que pueden alcanzar otros 
criterios evaluables mediante fórmulas. 

A este respecto conviene recordar, una vez más, que la Ley de Seguridad Privada, que ha 
querido hacer del Director de Seguridad el eje sobre el que debe pivotar el sistema, encomien-
da a éste la planificación, organización y control de las actuaciones precisas para la implan-
tación de las medidas conducentes a prevenir, proteger y reducir la manifestación de riesgos 
de cualquier naturaleza con medios y medidas precisas, mediante la elaboración y desarrollo 
de los planes de seguridad aplicables. Desde este punto de vista, este tipo de cláusulas, pese 
a su evidente buena fe, van en contra del espíritu y la letra de la norma reguladora del sector.

En cuanto a la formación del personal, la tendencia a infravalorarla en relación con otras 
condiciones es ciertamente notable, con algunas excepciones que valoran positivamente 
las horas de formación impartidas por encima del mínimo legal. Es evidente que la forma-
ción, que corre a cargo de las empresas de seguridad, llega a convertirse para éstas en una 
carga excesivamente pesada, máxime si no resulta debidamente apreciada y valorada por 
el usuario contratante del servicio. En todo caso, la causa del déficit de formación habría 
que buscarla en la normativa de seguridad privada, excesivamente condescendiente con 
esta carencia. 

Como ejemplo de criterio técnico evaluable objetivamente, mediante fórmulas, es inte-
resante destacar la oferta de bolsa de horas de libre disposición y sin coste para el órgano 
contratante. Obviamente, contribuye muy eficazmente a la planificación de los servicios 
poder contar con una reserva de potencial de servicio a coste cero o muy bajo; sin embar-
go, esta valoración sólo rige para el contratante, toda vez que el contratista debe asumir 
el coste de estas previsiones. En consecuencia, cabría establecer previsiones de este tipo 
siempre que se remuneren como servicios extraordinarios y nunca para su valoración como 
criterios cualitativos. De ahí la importancia de una correcta planificación de los servicios y 
de un uso eficiente de los recursos, priorizando en situaciones de emergencia aquellos que 
resulten imprescindibles.
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Hay que destacar también, por llamativa, la cláusula que otorga una valoración objetiva 
(mediante fórmulas), nada desdeñable, a mejoras introducidas en la oferta del tipo “sumi-
nistro y colocación de un nuevo escáner y retirada del antiguo, por cuenta del contratista, 
en un contrato de vigilancia”. 

En definitiva, la preponderancia de la oferta económica sobre la técnica es casi absoluta, 
hasta tal punto que, una vez superados unos mínimos, generalmente poco exigentes, es 
prácticamente imposible mejorar una oferta económica a base de calidad técnica. 

La preponderancia de la oferta económica sobre 
la técnica es casi absoluta, hasta tal punto que, una 

vez superados unos mínimos, generalmente poco 
exigentes, es prácticamente imposible mejorar una 

oferta económica a base de calidad técnica

No obstante, merece citarse el caso del Consejo de Administración del Patrimonio Na-
cional como un ejemplo de ponderación precio-calidad, en el que la valoración de la oferta 
técnica (mediante fórmulas y juicios de valor) y la económica, están en una relación de 
49/51, lo que permite superar una bajada en precio con una mejor oferta técnica. Y no sólo 
esa relación es el motivo de este reconocimiento, sino el esfuerzo realizado para desarrollar 
unos criterios técnicos perfectamente definidos y valorados (aunque alguno de ellos pudie-
ra ser discutible) 
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4.5 Subasta electrónica

Como ejemplo paradigmático de una de las vías utilizadas en el período analizado para 
conseguir bajadas puras en los precios, cabe citar la subasta electrónica, prevista en el ar-
tículo 148 del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, vigente hasta la entrada en vigor 
de la nueva Ley. Ciertamente, el uso que ha venido haciéndose de este procedimiento no 
ha sido un ejemplo de búsqueda del mejor interés para el Estado toda vez que, pese a que 
la norma hace referencia a la presentación de mejoras en los precios o de nuevos 
valores relativos a determinados elementos de las ofertas que las mejoren en su 
conjunto, los licitantes únicamente basan la subasta en la mejora de los precios ofertados, 
imponiendo, además, importantes porcentajes mínimos de bajada para participar en el pro-
ceso. Tampoco se tiene muy en cuenta la condición de que este procedimiento sólo puede 
aplicarse cuando las prestaciones que constituyan el objeto del contrato no tengan carácter 
intelectual, quizá por la indeterminación de este concepto. 

El sistema se ha revelado perverso a los efectos que nos ocupan, habida cuenta de sus 
resultados. Si bien es cierto que se ha reducido el gasto de la Administración (en nume-
rosos supuestos se han documentado bajadas superiores a un 50% del precio original de 
licitación) hay que constatar un notable deterioro en la calidad de los propios servicios o 
suministros contratados que, por tratarse del sector público, repercute directamente en 
la seguridad de los ciudadanos. Pero el contratante no es ajeno a las consecuencias del 
mal servicio porque, aparte de algunas repercusiones económicas que le alcancen, deberá 
afrontar los costes derivados del deterioro de su propia imagen.  Tampoco el Estado se sal-
va de los efectos de un mal modelo de contratación toda vez que ha de sufrir las consecuen-
cias de la quiebra de algunas empresas, como hemos visto, y la consiguiente acumulación 
de deudas a la Seguridad Social y a la Hacienda Pública.

La subasta electrónica se ha revelado un sistema 
perverso en materia de seguridad porque tiende a 

deteriorar la calidad de los servicios o suministros, lo 
que repercute directamente en la seguridad 

de los ciudadanos



30    ANÁLISIS PERÍODO 2007-2017. Fundación Borredá

LA CONTRATACIÓN DE SEGURIDAD POR EL SECTOR PÚBLICO

En todo caso, es evidente que lo que está en cuestión no es la subasta electrónica en 
sí misma, sino el uso que se hace de este procedimiento, o cualquier otro que incluya 
sucesivas rondas de negociación entre los licitadores con el exclusivo propósito de bajar 
los precios. El objeto de estas sucesivas rondas no puede ser otro que servir a los intereses 
del Estado, facilitando la mejora de la calidad de las ofertas sobre la base de reestructurar 
cualquiera de sus elementos.

Por otra parte, ningún efecto perverso sería posible si no entrase en juego el desorde-
nado apetito de riesgo de los licitadores, que buscando la posición dominante que les 
da la obtención de un “supercontrato” con la Administración, pujan por debajo de sus 
márgenes a sabiendas de que el complejo sistema de penalizaciones incorporado, que 
escapa a su control, pone en riesgo real sus beneficios y aún más, puede conducirles a 
una situación de pérdidas. Es un hecho conocido que, precisamente esta circunstancia 
está detrás del abandono de algunos procesos de licitación por parte de importantes 
compañías de seguridad. 

Ningún efecto perverso sería posible si no entrase 
en juego el desordenado apetito de riesgo de los 
licitadores, que buscando la posición dominante 

que les da la obtención de un “supercontrato” con la 
Administración, pujan por debajo de sus márgenes

 

Frente a esto, sólo cabe esperar, además de un uso racional del recurso a la subasta 
electrónica, que los servicios de inspección del Estado que actúan por mandato de la Ley 
de Seguridad Privada u otras normativas sectoriales, cumplan con su función ejerciendo el 
más riguroso control tanto del desarrollo de los servicios, como de las circunstancias que 
concurren en los contratos y que pueden dar lugar a situaciones de riesgo insoportables 
para la seguridad de determinadas instalaciones estratégicas.
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4.6 Penalizaciones

En numerosas ocasiones, el contratante prevé un sistema que penaliza los incumplimien-
tos del contratista o incluso aquellas desviaciones sobre las condiciones de ejecución de los 
servicios que merecen una sanción económica. En este sentido, hay modelos perfectamen-
te procedimentados, hasta el punto de contar con un sistema de gestión de calidad que in-
cluye una supervisión permanente de los indicadores predefinidos, entre los que podemos 
encontrar desde un plan de gestión de reclamaciones, hasta un índice de percepción del 
servicio por parte de los usuarios.

En un pasado reciente se aplicaba el límite del 20% del precio para las penalizaciones; 
actualmente no existe tal limitación y las penalizaciones pueden llegar a tal magnitud que 
puedan hacer percibir la actuación de la Administración como de enriquecimiento ilícito, 
elevándose el riesgo de pérdidas hasta ser la causa del desistimiento de muchas empresas 
a participar en licitaciones en estas circunstancias. 

Es evidente la importancia del sistema de penalizaciones y su impacto en las cuentas de 
resultados cuando los márgenes de beneficio de las empresas proveedoras se reducen pe-
ligrosamente por la dura competencia en tiempos de crisis. Por esta razón es deseable que 
los criterios para definir los indicadores se ciñan a la actividad contratada; sin embargo, 
hemos visto cómo algunos se basan únicamente en percepciones subjetivas de comodidad 
expresadas por usuarios de las instalaciones, sin cualificación para emitir opiniones en 
materia de seguridad.

El sistema de penalizaciones, por su impacto en 
las cuentas de resultados cuando los márgenes de 
beneficio de las empresas proveedoras se reducen 

peligrosamente por la dura competencia en tiempos 
de crisis, debe ceñirse a la actividad contratada

En otras ocasiones, nos encontramos cláusulas para la protección de la imagen del con-
tratante que penalizan no sólo el incumplimiento de los procedimientos establecidos, ac-
tuaciones indebidas o negligencias, sino la repercusión que estos incumplimientos tengan 
en los medios de comunicación o incluso en las redes sociales, lo que obviamente escapa 
al control del proveedor.
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En todo caso, la exigencia de un alto índice de calidad en determinados servicios que 
incluyen la ordenación de flujos de personas, depende en gran medida de la información 
que tenga el proveedor sobre la evolución prevista de los flujos; sin embargo, hemos visto 
como alguno de los contratantes que tiene mejor definidos los indicadores de calidad, fa-
cilita únicamente información histórica de los flujos, pero no previsiones, pese a disponer 
de ellas. Parecería lógico que este tipo de cuestiones se resolvieran con toda normalidad a 
través de un contacto más fluido entre el usuario y el proveedor del servicio para coordinar 
los dispositivos de acuerdo con las necesidades emergentes.

4.7 Contratos de suministros

El contrato de suministros se presenta asociado en numerosas ocasiones a contratos de 
servicios relativos a obra civil, cableado, instalación o integración. En este sentido, las em-
presas tienen homologados sus equipamientos y buscan el mejor acuerdo para su venta, 
dado el escaso margen de diferenciación existente en numerosas ocasiones.

Los contratos de este tipo suelen gestionarse a través de acuerdos marco, lo que permite 
que el proceso gane en eficiencia, previa homologación de equipos y tarifas. El Acuerdo mar-
co de seguridad AM08, vigente para la contratación con las administraciones públicas, con-
tiene miles de ítems que se adjudican directamente en función de los precios homologados.

Existen también convenios marco con determinadas empresas, como AENA. En este 
caso, tras la homologación de producto, fabricante y proveedor, se pide la correspondiente 
oferta y la adjudicación se produce por simple precio, sin valoración técnica ponderada, tan 
sólo con la exigencia de superar las condiciones mínimas de solvencia, y, generalmente, 
tras un proceso de subasta electrónica. Es interesante observar cómo en algunos casos se 
llega a precios de un 40% del precio de salida fijado por AENA.

La experiencia de este tipo de adjudicaciones a bajo precio demuestra que el contratan-
te no obtiene un buen servicio, toda vez que no hay margen para solucionar situaciones 
imprevistas. Si algún equipo homologado y vendido por este proveedor a bajo precio no 
cumple adecuadamente su función, podría ser dudosa su colaboración para solucionar el 
problema. En cualquier caso, con unos requisitos mínimos de calidad poco exigentes se 
favorece la competencia de productos de menor calidad, que incluso se venden a mayor 
precio del que les correspondería, frente a equipos técnicamente superiores que no pueden 
competir en precio.
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5. EL CASO DE LOS AEROPUERTOS

5.1 Normativa reguladora

En la prestación de servicios de seguridad privada en aeropuertos deben tenerse en cuen-
ta, entre otras, las siguientes normas de aplicación:

 Ley orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad
 Ley 21/2003 de 7 de julio de Seguridad Aérea
 Programa Nacional de Seguridad para la Aviación Civil (PNS); 
 Programa Nacional de Control de la Calidad;
 Programa nacional de formación de Seguridad de la Aviación Civil (PNF);
 Reglamento de Ejecución (UE) 2015/1998 de la Comisión, de 5 de noviembre de 2015, 
por el que se establecen medidas detalladas para la aplicación de las normas básicas 
comunes de seguridad aérea.

5.2 Situación

Según fuentes de APROSER, de los 3649 millones de euros facturados por el sector de la 
seguridad privada en España en 2016, el 14,09% corresponde a infraestructuras de trans-
porte, de cuyo porcentaje, un 8,25% se atribuye a las infraestructuras aeroportuarias. Esto 
supone una cifra de negocio superior a los 300 millones de Euros, y el empleo de en torno 
a 6.000 trabajadores que realizan tareas de seguridad en toda la red con una especial cua-
lificación, debido a la diversidad de funciones desempeñadas por el Vigilante de seguridad 
privada en los aeropuertos, donde aplican normas nacionales, europeas e internacionales.

Según datos facilitados por AENA, la distribución de los servicios entre diferentes pro- 
veedores en la penúltima adjudicación, algunos de cuyos contratos finalizan a lo largo de 
este ejercicio 2018, se llevó a cabo como se indica en la Fig. 19. En ese momento, con un 
importe licitado de 226.762.889,32 €,  Prosegur asumía el 43%, Eulen el 21%, ICTS el 17%, 
Trabilsa el 9%, Ilunion el 9% y Segurisa el 1%. 

En el proceso de licitación de 2018, se incrementa sustancialmente el importe licitado 
ascendiendo a más de 345 millones de euros, resultando el reparto de las adjudicaciones 
con el siguiente porcentaje: Ilunion el 32%, Trablisa el 30%, Eulen el 14%, Segurisa el 14% 
e ICTS el 10%. 
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226,76 mill. €

Fig. 19: Empresas de seguridad adjudicatarias aeropuertos (2016-2018)

Fig. 20: Empresas de seguridad adjudicatarias aeropuertos (2018-2020)

Fig. 21: Reparto del último contrato de seguridad en los aeropuertos de AENA
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Mejor oferta Importe Baja (&%)

Incremento 
s/adjudic. 

anterior(%)

Madrid-Barajas
Pasajeros 58,33 16,2 22,9 Ilunion 58,22 0,20 22,7
IEB1, empresas  y rondas 38,37 10,8 33,8 Eulen 37,86 2,58 30,4
CGA2 2,56 0,7 10,3 Trablisa 2,56 0 10,3
Fast Track 6,80 1,9 29,5 Segurisa 6,66 2,10 26,8
Barcelona-El Prat
Pasajeros 41,42 11,5 79 Trablisa 41,22 0,50 78,1
IEB, empresas  y rondas 23,59 6,6 36,2 Ilunion 23,23 1,54 34,1
CGA3 1,90 0,5 47,5 Segurisa 1,86 2,16 44,3

Palma de Mallorca 30,89 8,6 49,2 Trablisa 30,82 -0,21 48,9
Canarias Este
(Fuerteventura, Gran Canaria, Lanzarote) 27,72 7,7 23,7 Ilunion 27,66 020 23,5

Canarias Oeste 
(La Palma, Tenerife Norte, Tenerife Sur) 20,25 5,6 17,1 DESIERTO - - -

Norte (A Coruña, Asturias, Bilbao, 
Santander, Santiago, Vigo) 21,23 5,9 19,6 Segurisa 21,23 0 19,6

Noreste 
(Girona, Reus, Valencia, Zaragoza) 19,13 5,3 22 Segurisa 18,84 1,50 20,2

Sureste (Alicante, Almería) 17,09 4,8 29,7 Trablisa 16,9 1,13 28,2
Baleares (Ibiza, Menorca) 13,39 3,7 23 Trablisa 13,39 0 23
Andalucía Este (Granada-Jaén, Málaga) 27,35 7,6 38,9 ICTS 25,27 6,50 29,9
Andalucía Oeste (Jerez, Sevilla) 8,91 2,5 19,2 ICTS 8,61 3,32 15,2
TOTAL3 339,21 94,4 33,8 334,67 1,34 32
TOTAL 359,46 100 32,7 334,67
(1) Inspección de equipajes en bodega. (2) Centro de gestión aeroportuaria. (3) Sin el lote 10 (Canarias Oeste, desierto)
Fuente: apertura pública de ofertas                                                                                                                                             Carlos Cortinas/Cinco Días
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En esta última figura, se observan varios hechos muy significativos: 

 Se ha producido un fuerte incremento del importe licitado, un 52% de media, que llega 
al 79% en el caso de pasajeros de El Prat, donde tuvieron lugar los sucesos del verano 
de 2017. 
Cabe destacar la desaparición de Prosegur como adjudicatario, manteniéndose el resto 
de los proveedores habituales con distintos porcentajes,. 
 Desaparecida la subasta electrónica, se han reducido las bajadas a un 1,34% de media 
y sólo en Andalucía superan el 3%. En tres casos, el precio de adjudicación coincide con 
el de licitación.
 El contrato de El Prat pasajeros se adjudica con una bajada del 0,50% respecto al impor-
te de licitación; en la licitación anterior (2015) la bajada fue del 2,09%.
 El contrato de Canarias Oeste se ha declarado desierto, pese a existir un único licitador, 
Ombuds. Esta empresa y Abydos, han sido excluidas de todas sus licitaciones.
 El panorama de las empresas adjudicatarias ha cambiado radicalmente, de forma que, 
en esta ocasión, dos empresas, Ilunion y Trablisa, se reparten el 62% del importe de las 
licitaciones.

5.3 Modelo de contratación

Los contratos de seguridad privada definidos por Aena Sociedad Mercantil Española S.A, 
están regulados por la ley 31/2007 de 30 de octubre, en aquellos aspectos que les son de 
aplicación, sobre procedimientos de contratación en los sectores del agua, la energía, los 
transportes y las telecomunicaciones. Se adjudican en base a una evaluación de las pro-
puestas técnicas y económicas, exigiéndose unos mínimos de calidad técnica del 60% 
(70% en los últimos pliegos) sin ponderación técnico-económica. 

Los pliegos de cláusulas administrativas y de prescripciones técnicas son de una claridad 
y previsión extraordinarias a la hora de desplazar responsabilidades hacia los proveedores, 
identificando múltiples supuestos que dan lugar a situaciones de “no conformidad” en la 
prestación de los servicios. Se incluyen para ello una serie de indicadores de nivel de servi-
cio exhaustivos, y en ocasiones inadecuados, con la pretensión de garantizar su calidad en 
base a un no menos exhaustivo régimen de penalizaciones. A título de ejemplo, se exponen 
algunos de estos indicadores:
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INDICADOR DENOMINACION DESCRIPCION

1 Número de Reclamaciones
Estudio del número de reclamaciones de 
los pasajeros en el filtro de seguridad con 
objeto de mejorar la satisfacción del cliente.

2 Percepción de los pasajeros
Encuestas de calidad a los pasajeros y sus 
acompañantes (Encuestas ASQ) en las 
que se valoran Servicio de Seguridad. 

3 Tiempo maximo en colas

Establece un máximo intervalo en el que 
el pasajero debería estar esperando en el 
filtro de seguridad antes de acceder a la 
Zona Critica.

Es evidente que la percepción subjetiva que pueda tener un pasajero frente a la aplica-
ción de las normas de seguridad en el aeropuerto, tanto la inspección corporal como los 
registros de su equipaje, será fruto de su estado de ánimo o de la forma en que afronte las 
incomodidades que pueda generarle la aplicación de las medidas de seguridad, pero, en 
ningún caso pueden tomarse como indicador de la calidad de los servicios.

En cuanto a las penalizaciones, los incumplimientos dan origen a faltas leves, graves y 
muy graves, que se sancionan con porcentajes de la facturación mensual del momento en 
que se cometieron, que oscilan entre el 0% y el 10% para las leves, entre el 10% y el 20% 
para las graves y entre el 20% y el 30% para las muy graves, sin límite de sanciones. Hay 
que mencionar también que el Director de un aeropuerto tiene potestad para valorar eco-
nómicamente los incumplimientos fuera de la metodología general y proponer al órgano de 
contratación ese importe como penalización.

En particular, en los pliegos de prescripciones técnicas se echan en falta criterios ob-
jetivos respecto a la ejecución de los servicios, como pudiera ser el número de horas de 
vigilancia para cubrir las necesidades del aeropuerto, o el número mínimo de vigilantes 
de seguridad privada que deben atender un filtro de inspección de pasajeros, vehículos o 
empleados/tripulaciones. A título de ejemplo, reflejamos aquí una de las cláusulas de uno 
de los últimos pliegos de prescripciones técnicas:

“Aena SME, S.A. establecerá los servicios mínimos a realizar por punto de servicio o se-
guridad, así como el horario de inicio y fin de los mismos. Partiendo de estos servicios fijos 
mínimos marcados por Aena SME, S.A., la empresa adjudicataria ajustará los medios mate-
riales y humanos a los horarios para cada servicio, siendo responsabilidad del adjudicatario 
que sean los necesarios para la correcta ejecución del servicio”.
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Este conjunto de circunstancias, además del problema de la subasta electrónica, a la que 
se ha hecho referencia anteriormente, puede estar en el origen de la falta de interés de al-
gunas de las grandes empresas de seguridad privada en acudir a las importantes licitacio-
nes anunciadas este mismo año, pese a los acuerdos alcanzados sobre seguridad privada 
en las infraestructuras de transporte de competencia estatal, en el seno del Ministerio de 
Fomento.

5.4 La tasa de seguridad aérea

La Ley 9/2013, de 4 de julio, por la que se modifica la Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordena-
ción de los Transportes Terrestres y la Ley 21/2003, de 7 de julio, de Seguridad Aérea (BOE 
de 5 de julio), en su artículo 2º crea la Tasa de seguridad aérea en los siguientes términos:

Disposición adicional decimotercera. Tasa de seguridad aérea.

1. Se crea la tasa de seguridad aérea que se regirá por esta ley y por las demás fuentes 
normativas que para las tasas se establecen en la Ley 8/1989, de 13 de abril de Tasas y 
Precios Públicos.

2. Constituye el hecho imponible de la tasa de seguridad aérea la realización por 
parte de la Agencia Estatal de Seguridad Aérea de actividades y la prestación de 
servicios de supervisión e inspección en materia de seguridad aérea.

3. Estarán obligados al pago de la tasa, en su condición de sujetos pasivos contribuyentes, 
los pasajeros de salida que embarquen en los aeropuertos españoles� 

6. La tasa se devengará en el momento del embarque del pasajero y se liquidará por el 
sujeto pasivo sustituto al gestor aeroportuario con antelación a la salida de la aeronave 
que transporte al pasajero, o, cuando así se acuerde por el gestor aeroportuario con la 
aprobación de la Agencia Estatal de Seguridad Aérea, dentro de los primeros diez días 
de cada mes con referencia a los devengos producidos en el mes anterior. 

7. Las cantidades percibidas por el gestor aeroportuario por esta tasa serán ingresadas por 
éste mensualmente, y siempre dentro de los quince primeros días naturales, mediante 
transferencia directa a la Agencia Estatal de Seguridad Aérea. La cantidad a transferir 
cada mes (M) será la suma de todos los importes de los derechos de la Agencia Estatal 
de Seguridad Aérea efectivamente cobrados por el gestor aeroportuario durante el mes 
anterior� Junto a la liquidación mensual correspondiente, el gestor aeroportuario remitirá 
a la Agencia Estatal de Seguridad Aérea una certificación en la que se desglose la canti-
dad ingresada por el sujeto obligado al pago y por fecha de devengo de la tasa, así como 
el número de pasajeros embarcados en el mes inmediato anterior.
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8. La cuantía de esta tasa será de 0,579885 euros por pasajero de salida.  En la actualiad la 
tasa está fijada en 0,61 euros por pasajero.

En definitiva, se establece una tasa de 0,61 euros por pasajero de salida, que cobran las 
aerolíneas en el billete del pasajero y después liquidan con el gestor aeroportuario (AENA), 
para transferir su importe a AESA y satisfacer así la prestación de servicios de supervisión 
e inspección en materia de seguridad aérea.

Por su parte, la Resolución de las Cortes Generales, de 10 de octubre de 2017, aprobada 
por la Comisión Mixta para las Relaciones con el Tribunal de Cuentas, en relación con el 
Informe de fiscalización de la gestión de los ingresos de la Agencia Estatal de Seguridad 
Aérea, ejercicio 2015, concluye que “Los costes imputados por AESA a la actividad de se-
guridad aérea en 2015 totalizaron 37,4 millones de euros mientras que los ingresos recau-
dados por la tasa ascendieron a 58,2 millones de euros, correspondientes a 102,2 millones 
de pasajeros, lo que arroja un superávit de ingresos sobre costes de 20,8 millones de euros. 
Aunque el aumento de 2,2 millones de pasajeros sobre el número de pasajeros estimado en 
la memoria económica (se estimaron 100 millones de pasajeros en el cálculo) justifica parte 
del superávit, se concluye que “la tasa de seguridad aérea” es excedentaria” .

Por otra parte, en la actualidad AENA percibe una tarifa de 3,50 euros por pasajero, que 
se aplica por los servicios de inspección y control de pasajeros y equipajes en los recintos 
aeroportuarios, así como los medios, instalaciones y equipamiento necesarios para la pres-
tación de los servicios de control y vigilancia en las áreas de movimiento de aeronaves, 
zonas de libre acceso, zonas de acceso controlado y zonas restringidas de seguridad en 
todo el recinto aeroportuario.

En definitiva, habida cuenta de las necesidades de inversión en seguridad en los aero-
puertos, carece de sentido mantener una tasa de seguridad aérea excedentaria destinada 
a satisfacer los costes de la AESA, en lugar de reducir el importe de dicha tasa para in-
crementar en la misma cuantía la tarifa de seguridad percibida por AENA, mejorando sus 
condiciones para la contratación de servicios de seguridad. 

Hay que llamar la atención acerca del hecho de que, en otros países de la Unión, la 
tasa de seguridad por pasajero está en el entorno de los 3, incluso 4 € / pasajero, es decir, 
sensiblemente semejante al coste global de la seguridad en España. A título de ejemplo, 
citaremos el caso de Holanda, donde la tasa, 3 €, tiene su hecho imponible en la necesi-
dad de satisfacer los servicios de seguridad en los aeropuertos. Se destina, por tanto, al 
pago de servicios de vigilancia con recursos humanos y compra de tecnología y equipos 
de seguridad.
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En todo caso, resulta llamativa la diferencia que, en el tratamiento de la seguridad aé-
rea, se da a la carga y a los pasajeros. Mientras que la seguridad de los pasajeros corres-
ponde al gestor aeroportuario (AENA), los costes de seguridad de la carga aérea están 
transferidos directamente a los operadores (Agentes acreditados y Expedidores conoci-
dos), responsables de la seguridad y protección de los envíos aéreos, con la particularidad 
de que pasajeros y carga viajan, en ocasiones, en el mismo avión.

5.5 Experiencia internacional

MODELOS EUROPEOS
Alemania: los criterios de contratación los fija el Ministerio Federal del Interior 

Holanda: las condiciones de contratación las establece el propio aeropuerto con inter-
vención del Ministerio de Justicia bajo la premisa de re-invertir la totalidad de la tasa de 
seguridad que se cobra por cada billete al pasajero en la propia seguridad del aeropuerto.

MODELO USA
Como consecuencia de los ataques terroristas del 11 de septiembre de 2001 en Estados 
Unidos, la administración americana tomó la decisión de crear un único organismo (la 
TSA,  TRANSPORTATION SECURITY ADMINISTRATION) para gestionar de forma 
integral la seguridad en los medios de transporte, de manera que rompe con el concepto 
tradicional de protección por asignación de competencias de los distintos cuerpos policia-
les en función de la territorialidad, para focalizar los recursos en los objetos de protección. 
Así, la TSA:

  Gestiona la seguridad de los aeropuertos;
  Dispone de presupuestos propios; 
  Los oficiales de seguridad (equivalente a un vigilante de seguridad privada en el mode-
lo español) son contratados, instruidos y adiestrados con un estándar común en todo 
el país por la propia organización; 

  La retribución de los oficiales de seguridad está definida acorde al nivel de cualificación 
y disponen de una política de bonificación y de incentivos monetarios según su rendi-
miento y objetivos alcanzados.

Con este modelo, quedan perfectamente separados los intereses comerciales del aero-
puerto cuyo objetivo es transportar pasajeros, de los de seguridad y protección frente a 
la amenaza terrorista, que dependen de la TSA, para lo que dispone de personal estable, 
motivado y altamente cualificado. 
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6. NUEVO ESCENARIO 

6.1 Nueva Ley de Contratos del Sector Público

Las disfunciones que hemos puesto de manifiesto al analizar los pliegos en los apartados 
anteriores, que, sin duda están en el fondo de la situación vivida el verano de 2017 en el 
Aeropuerto de El Prat y otros lugares, ponen de manifiesto la existencia de un problema 
en la prestación de servicios de seguridad privada que, al margen de otras circunstancias 
achacables al propio sector, tiene su origen en el interés desmedido de la Administración 
por reducir los costes de sus procesos de contratación en general y, en particular, los de los 
de servicios y suministros de seguridad. Por ello, hace tiempo que viene demandándose 
un sistema que no tenga en cuenta sólo el precio del servicio, sino que valore en sus justos 
términos las garantías de calidad ofertadas, como mejor fórmula para evitar la presencia de 
competidores desleales y, en consecuencia, mermas en la calidad y abusos en las relacio-
nes laborales con el personal.

Ciertamente, el peso del sector público tiene la suficiente entidad para ser tomado 
como referente en los modelos de contratación, máxime teniendo en cuenta que repre-
senta el 18% del volumen del negocio de la seguridad privada en España. Pero con ser 
esta circunstancia determinante, lo es más el efecto ejemplarizante que sus buenas o 
malas prácticas producen en el mercado de la seguridad, teniendo siempre presente 
que nuestro país vive en situación permanente de alerta antiterrorista y que nuestra 
industria nacional por excelencia, el turismo, exige ofrecer un alto grado de percepción 
de seguridad.

El sector público tiene la suficiente entidad para 
ser tomado como referente en los modelos de 

contratación, no solo por su volumen (18%) sino por 
el efecto ejemplarizante que sus buenas prácticas 

producen en el mercado de la seguridad

En este contexto, la publicación de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 
Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del 
Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, en 
las que se establece ya la necesidad de conseguir una mejor relación calidad-precio, abre 
un nuevo horizonte en la contratación de servicios de seguridad privada, porque se empieza 
a superar la consideración del precio como elemento fundamental en las adjudicaciones. 
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Sin pretender realizar un análisis técnico-jurídico de la nueva regulación, intentaremos 
valorar su capacidad para superar algunos de los defectos detectados en la anterior. 

La nueva Ley de Contratos del Sector Público abre 
un nuevo horizonte en la contratación de servicios 

de seguridad privada, porque se empieza a superar 
la consideración del precio como elemento funda-

mental en las adjudicaciones

En principio, no habiéndose producido la transposición de la Directiva2014/25/UE, que 
sustituye a la 2004/17/CE, transpuesta a su vez por la Ley 31/2007 de 30 de octubre, sobre 
procedimientos de contratación en los sectores del agua, la energía, los transportes y los 
servicios postales, ésta continuará en vigor hasta que se produzca dicha transposición, sin 
contar con los avances que representa la nueva Ley de Contratos del Sector Público. Así 
pues, habrá de determinarse la legislación aplicable en dicho ámbito y la cuestión no es 
baladí, habida cuenta de la importancia de estos sectores en la contratación de servicios 
de seguridad privada.   

La nueva ley trata de lograr, en primer lugar, una mayor transparencia en la contratación 
pública, y, en segundo lugar, conseguir una mejor relación calidad-precio. Este segundo 
objetivo, de extraordinaria importancia tanto para los contratantes como para las empre-
sas licitadoras, viene impuesto por la propia Directiva 2014/24, que, en su considerando 
90, apunta que debería establecerse explícitamente que la oferta económicamente más 
ventajosa se evalúe sobre la base de la mejor relación calidad-precio. En consecuencia, la 
nueva Ley establece, por primera vez, la obligación de los órganos de contratación de in-
cluir aspectos cualitativos, medioambientales, sociales e innovadores vinculados al objeto 
del contrato.
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Más allá de la indudable importancia de los aspectos que configuran un modelo de con-
tratación socialmente responsable, nos interesa detenernos en aquellos otros que contri-
buyan a conseguir esa mejor relación calidad precio en los contratos de servicios y su-
ministros de seguridad privada. Como hemos visto, vienen utilizándose dos sistemas de 
adjudicación. Uno: establecer unos mínimos de calidad excluyentes y, superado ese filtro, 
dirimir la competencia en base exclusivamente al precio ofertado. Dos: con independencia 
de fijar un mínimo de calidad, establecer unos baremos de valoración de las condiciones 
técnicas que primen las ofertas que aporten mejores condiciones de ejecución, para su 
ulterior contraste con el precio.

Ciertamente en ambos modelos se tienen en cuenta calidad y precio para la adjudica-
ción. Ahora bien, si el objetivo de la Ley es mejorar la relación entre ambos parámetros, es 
evidente que el segundo contribuye más a ese fin. Pero incluso en ese caso, la variedad de 
fórmulas que pueden emplearse para ponderar calidad y precio da lugar a concepciones 
muy diferentes de la forma de establecer la relación entre ambos y servir mejor a los intere-
ses del Estado. Sería deseable que, en el desarrollo de esta Ley vía reglamento o normativa 
sectorial, se impusieran fórmulas que garanticen una ponderación efectiva. 

Sería deseable que, en el desarrollo de la Ley 
de Contratos del Sector Público vía reglamento o 
normativa sectorial, se impusieran fórmulas que 

garanticen una ponderación efectiva entre calidad y 
precio

Afortunadamente, la nueva Ley, además de buscar la ponderación precio-calidad, esta-
blece también normas para el cálculo del valor estimado de los contratos, de forma que, 
artículo 101.2, además de otras consideraciones, “en el cálculo del valor estimado deberán 
tenerse en cuenta, como mínimo, además de los costes derivados de la aplicación de las 
normativas laborales vigentes, otros costes que se deriven de la ejecución material de los 
servicios, los gastos generales de estructura y el beneficio industrial”. Debemos confiar en 
que estas previsiones se cumplan fielmente, lo que, sin duda, requerirá una intensa acción 
pedagógica por ambas partes.

En cuanto a la sobrevaloración del precio como criterio de adjudicación y el recurso a la 
subasta electrónica, ya hemos visto el pernicioso efecto que un uso intensivo de este me-
canismo puede ejercer sobre la calidad y fiabilidad de los servicios. Sin embargo, la nueva 
Ley la mantiene, aunque con ciertas matizaciones en relación a los términos de la anterior. 
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Así, se acota la indeterminación del concepto”carácter intelectual” citando expresamente, 
a título enunciativo y no limitativo, los servicios de ingeniería, consultoría y arquitectura. 
Por otra parte, establece expresamente que la subasta se basará únicamente en los pre-
cios, cuando el contrato se adjudique atendiendo exclusivamente al precio; o bien en los 
precios y en nuevos valores de los elementos objetivos de la oferta que sean cuantificables y 
susceptibles de ser expresados en cifras o en porcentajes, cuando el contrato se adjudique 
basándose en varios criterios de adjudicación. Habida cuenta de que se trata de mejorar la 
ponderación precio-calidad, es de esperar que las bajadas de precio puras desaparezcan 
del panorama de las subastas electrónicas en los contratos de servicios y suministros de 
seguridad.

La nueva Ley establece que para el cálculo del 
valor estimado de los contratos también deberán 

tenerse en cuenta los costes derivados de la ejecu-
ción material de los servicios, los gastos generales 

de estructura y el beneficio industrial

No obstante, hemos tenido la oportunidad de ver como en los pliegos del contrato de 
servicio de seguridad en los aeropuertos de AENA sacado a licitación el 29 de diciembre 
pasado, ciertamente antes de la entrada en vigor de la Ley 9/2017, se mantenía la subasta 
electrónica dirigida exclusivamente a la presentación de precios a la baja. Esta, entre otras 
razones, ha sido la causa de la presentación de un Recurso Especial por parte de FTSP-
USO, a lo que la compañía ha respondido, tras suspender el plazo de presentación de ofer-
tas, ratificando los pliegos anteriores toda vez que recogen las especificaciones del acuerdo 
alcanzado por los ministerios de Fomento, Empleo e Interior con sindicatos y empresarios 
sobre la contratación de servicios de seguridad privada el pasado mes de noviembre. 

Respecto al primero de los objetivos, mejorar la transparencia en la contratación públi-
ca, debe señalarse el esfuerzo que la Administración viene realizando en ese sentido. No 
obstante, un ejercicio eficaz de este principio implicaría que todos los poderes contratantes 
pusieran a disposición de los interesados, empresas e investigadores, a través de un portal 
único, toda la información que pueda cederse sin merma del principio de seguridad.

Como objetivo complementario, la Ley fija el de simplificación de trámites y, por con-
siguiente, la reducción de la burocracia para los licitadores y mejorar el acceso para las 
PYMES. Se continúa así la senda marcada por otras normas reguladoras del sector de la 
seguridad privada, potenciando el valor de la declaración responsable en la práctica de 
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determinados trámites. Por otra parte, la facilitación del acceso a las empresas de menor 
tamaño debe valorado positivamente en un sector donde muchos servicios son prestados 
por este tipo de empresas. 

No obstante, los servicios de seguridad privada presentan características únicas que 
pueden requerir la concurrencia de empresas que puedan acreditar su solvencia en base a 
criterios como ámbito de implantación, volumen de recursos humanos y materiales u otros 
similares, en cierto modo fuera del alcance de las empresas menores. De ahí que la división 
de los contratos en lotes, como regla general y no como excepción, constituya un instru-
mento eficaz al servicio de este objetivo.

La Ley se plantea, además, el objetivo de la integridad, para lo cual establece un nuevo 
sistema de gobernanza pública, orientado a la lucha contra el fraude y la corrupción. Ade-
más de la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado, designada como el punto 
de referencia para la cooperación con la Comisión Europea y que continúa siendo el órgano 
específico de regulación y consulta en materia de contratación pública del sector público 
estatal, se crea en su seno el Comité de Cooperación en materia de contratación pública, 
principalmente, para articular un espacio de coordinación y cooperación en áreas de ac-
ción común con las Comunidades Autónomas y con las Entidades Locales, así como para 
elaborar la propuesta de Estrategia Nacional de Contratación Pública. En tercer lugar, se 
crea la Oficina de Supervisión de la Contratación, también a nivel estatal, con plena inde-
pendencia orgánica y funcional, que debe rendir cuentas anualmente a las Cortes Genera-
les y al Tribunal de Cuentas sobre sus actuaciones. 

El desarrollo de una Estrategia Nacional de Contratación Pública es precisamente una 
novedad de la Ley que representa un enorme salto cualitativo para el desarrollo de buenas 
prácticas en la contratación. El artículo 334 la configura como un instrumento jurídico vin-
culante que se basará en el análisis de actuaciones de contratación realizadas por todo el 
sector público estatal, autonómico o local. Entre los aspectos que debe abordar merece la 
pena destacar el análisis de los datos disponibles, en las distintas fuentes de información 
cualitativas y cuantitativas, para elaborar un diagnóstico de la situación de la contratación 
pública y proponer medidas prioritarias para la corrección de las disfunciones que se iden-
tifiquen. Igualmente, la elaboración de manuales de buenas prácticas y la promoción de la 
profesionalización en contratación pública mediante actuaciones de formación del personal 
del sector público.

Por otra parte, la nueva Ley introduce normas más estrictas tanto en beneficio de las 
empresas como de sus trabajadores, endureciendo las disposiciones sobre esta materia 
en las denominadas ofertas «anormalmente bajas». Así se establece que los órganos de 
contratación rechazarán las ofertas si comprueban que son anormalmente bajas porque no 
cumplan las obligaciones aplicables en materia medioambiental, social o laboral. Esta ob-
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jetivación del concepto viene a facilitar su aplicación teniendo en cuenta la dificultad que, 
para ello, representaba la existencia de algunas resoluciones y sentencias (como referencia, 
la Resolución 284/2012, de 14 de diciembre, del TACRC) que exigían un procedimiento con-
tradictorio para evitar que las ofertas anormales o desproporcionadas se pudieran rechazar 
sin comprobar previamente la posibilidad de su cumplimiento.

El desarrollo de una Estrategia Nacional de 
Contratación Pública es una novedad de la Ley 

que representa un enorme salto cualitativo para el 
desarrollo de buenas prácticas en la contratación

En cuanto a los requisitos para acreditar la solvencia económica y financiera, mejora su 
concreción, especialmente si tenemos en cuenta que la división en lotes pasa a ser norma 
y no excepción, lo cual permitirá a las pequeñas empresas cumplir las condiciones para 
optar a determinados lotes, a lo que hay que añadir la posibilidad, para determinados con-
tratos, de que el órgano de contratación establezca medios de acreditación de la solvencia 
económica y financiera alternativos, siempre que aseguren la capacidad del contratista de 
aportar los fondos necesarios para la correcta ejecución del contrato. Lo mismo ocurre para 
la acreditación de la solvencia técnica en los contratos de suministro, donde se estable-
cen condiciones específicas para empresas de nueva creación en los contratos inferiores a 
500.000 euros, además de concretarse los requisitos de adecuación de los suministros al 
objeto del contrato, también previsto en los contratos de servicios.

6.2  Acuerdos y guias de buenas prácticas

Como resultado de las experiencias negativas vividas en materia de contratación de servi-
cios de seguridad, se han promovido acuerdos entre el sector público y el de la seguridad 
privada, para mejorar el marco por el que ha de regirse la contratación de estos servicios en 
determinados ámbitos. Entre los que citaremos, a título de ejemplo, los siguientes:

6.2.1 Acuerdo con el Ministerio de Fomento para infraestructuras de transporte

Por acuerdo del Consejo de Ministros, el 16 de agosto de 2017, se creó un grupo de trabajo 
para abordar, en el ámbito de la seguridad privada de las infraestructuras de transporte de 
competencia estatal, aspectos como la formación, la calidad del servicio, las condiciones 
del trabajo, de la productividad, así como las condiciones laborales y salariales. El análi-
sis de estos temas y la elaboración de las propuestas consiguientes, se encomendó a una 
Comisión Técnica integrada por representantes de UGT, CCOO, CEOE, CEPYME y de los 
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Ministerios de Fomento, Empleo y Seguridad Social e Interior. Como consecuencia de sus 
propuestas, se aprobó un acuerdo para las empresas de transporte del ámbito del Ministe-
rio de Fomento, con un anexo específico para el ámbito de Aena.

Además de referirse a cuestiones obvias, pero necesarias, el Acuerdo hace hincapié en 
algunos temas esenciales:

  Para la estimación de los costes laborales, deben considerarse los términos económicos 
del Convenio Colectivo Estatal de Empresas de Seguridad. Por resolución del Ministe-
rio de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social de 12 de junio de 2018, estos pluses se 
incorporan al convenio colectivo estatal.

  Evitar la contratación de servicios de seguridad privada basándose en un solo criterio 
de adjudicación. Los criterios relacionados con la calidad deben representar, al menos, 
el 51% de la puntuación asignable en la valoración de las ofertas.

  No hacer uso de la posibilidad de ofertar “bolsas de horas” gratuitas como mejora de 
las ofertas.

  Rechazar las ofertas anormalmente bajas, si se comprueba que los son porque no cum-
plen, entre otras obligaciones, las derivadas del Convenio Colectivo sectorial.

  Recoger como posible causa de resolución del contrato, el incumplimiento de las con-
diciones salariales.

  Incluir en los pliegos una cláusula en virtud de la cual el contratante podrá exigir al 
contratista una certificación mensual del pago de las nóminas de los trabajadores.

  Igualmente, será condición especial de ejecución la obligación del adjudicatario de 
cumplir las condiciones salariales de los trabajadores conforme al Convenio Colectivo.

Respecto al anexo específico para Aena de este Acuerdo, hace referencia a la creación de 
ciertos pluses para el personal, como el vinculado al desarrollo efectivo de su actividad en ae-
ropuertos, o los relacionados con la prestación de servicio en filtros de pasajeros. También, y 
circunscrito a los filtros de pasajeros exclusivamente, un plus variable ligado al cumplimiento 
de objetivos, previa modificación del actual sistema de penalizaciones, “bonus-malus”. Por 
resolución del Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social de 12 de junio de 2018, 
estos pluses se incorporan al convenio colectivo estatal.

En definitiva, se pretende mejorar las condiciones de contratación, en el marco de la nue-
va Ley de Contratos del Sector Público, modificando algunas cláusulas contenidas en los 
pliegos de las licitaciones hasta ahora, de forma que, fundamentalmente, se garantice el 
cumplimiento por parte de las empresas de seguridad de sus obligaciones laborales y con 
la Seguridad Social, de acuerdo siempre al convenio colectivo vigente en el sector. 

Sin embargo, siendo esta pretensión altamente elogiable, cabe formular una objeción a 
la constitución del grupo de trabajo, en el que se acusa la ausencia de alguna organización 
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sindical y otras asociaciones empresariales, cuestión importante si se tiene en cuenta la 
vocación de permanencia del grupo de trabajo, que pretende constituir un Observatorio 
específico para hacer un seguimiento de la contratación en este ámbito y su consiguiente 
influencia en la Estrategia Nacional de Contratación prevista por la Ley 9/2017.

6.2.2 Guía de Buenas Prácticas en la Contratación de Servicios de Seguridad Priva-
da. Observatorio de  Seguridad Privada

En marzo de 2018, como consecuencia de la entrada en vigor de la Ley 9/2017, de Contratos 
del Sector Público, el Observatorio Sectorial de la Seguridad Privada* publicó una Guía 
de Buenas Prácticas en la Contratación de Servicios de Seguridad Privada, que contiene 
los principales aspectos a los que las autoridades de contratación deberían prestar una 
especial atención en el proceso de elaboración de los pliegos de los contratos de seguridad 
privada, que se resumen en: 

  Elaborar un presupuesto suficiente y desglosado, previa obtención de la información 
detallada sobre los costes laborales específicamente aplicables al contrato. 

  Aplicar con el máximo rigor permitido por la Ley las prohibiciones de contratar por 
incumplimiento de las obligaciones tributarias y de Seguridad Social. 

  Elevar los requisitos de solvencia económica y técnica dentro de los márgenes que la 
Ley permite. 

  Respetar la exigencia de que los criterios cualitativos representen al menos el 51% de 
los criterios de adjudicación, incorporando umbrales técnicos, eliminando las bolsas 
de horas gratuitas y adoptando una fórmula que, desde la debida importancia al precio, 
permita realmente valorar la calidad de la oferta presentada. 

  Incorporar como cláusula especial de ejecución el cumplimiento íntegro del Convenio 
Colectivo. 

  Extremar los mecanismos de verificación de las ofertas presentadas, considerando 
como ofertas anormalmente bajas aquéllas que no respeten el Convenio Colectivo. 

  Intensificar los mecanismos de control de la ejecución contractual, procediendo a la 
eventual rescisión en los supuestos amparados por la Ley y los pliegos. 

  Contar con la ayuda de los agentes sociales en todas las fases de la contratación administrativa. 

El acierto de esta iniciativa radica en que no sólo se dirige al ámbito propio de actuación 
de las organizaciones sindicales y empresariales, como son las actuaciones o decisiones 
recurribles, sino que trata de ofrecer su colaboración a los poderes adjudicadores tanto en 
la fase previa a la publicación como en la de ejecución del concurso.

* Formado por APROSER, Federación de Servicios, Movilidad y Consumo de la Unión General de Trabajadores 
(FeSMC - UGT), Comisiones Obreras de Construcción y Servicios (CC.OO.) y la Federación de Trabajadores 
de Seguridad Privada de la Unión Sindical Obrera (FTSP - USO), las Organizaciones firmantes del vigente 
convenio colectivo sectorial.
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Merece la pena citar también el documento privado que quizá haya inspirado esta guía, 
cual es el manual “Compra de servicios de seguridad privada de calidad”, desarrollado por 
la Confederación Europea de Servicios de Seguridad (CoESS) y UNI-Europa (federación 
sindical europea que agrupa a sindicatos de servicios de 50 países), con el apoyo de la 
Comisión Europea.

Este manual intenta proporcionar al comprador los argumentos necesarios de que los 
servicios de seguridad privada se basen en el valor óptimo, incluidos los criterios sociales 
relevantes para el sector, partiendo de la premisa de que el sector de la seguridad privada 
es muy específico por su naturaleza, ya que se trata de garantizar la seguridad a los ciuda-
danos y clientes, y, por lo tanto, debe diferenciarse de otros sectores debido a su función de 
orden público. Por eso, el enfoque de valor óptimo es sustancialmente importante para los 
servicios de seguridad privada y, como tal, debe ser una alta prioridad para los compradores 
de esos servicios.

6.2.3 Código para una contratación pública socialmente responsable en el ámbito 
de la administración de la Generalidad Catalana y su sector público

Incorpora los principios del código de buenas prácticas en la contratación pública del servicio 
de vigilancia y seguridad, de fecha 22 de diciembre de 2011 y habilita a los órganos de con-
tratación para que puedan exigir, en los pliegos de cláusulas administrativas, ya sea como 
criterios de solvencia o como condiciones de ejecución de los contratos, y con la finalidad de 
asegurar la calidad de la prestación, que el contratista cumpla unos requisitos mínimos sala-
riales, de estabilidad y salud laboral, de responsabilidad ambiental y de medidas de fomento 
de la igualdad de género y de la conciliación personal en relación con el objeto del contrato.

En definitiva, trata de facilitar a los poderes adjudicadores y a su sector público las herra-
mientas para llevar a cabo una contratación socialmente responsable, dando a conocer 
las posibilidades que ofrece la contratación para desarrollar políticas públicas mediante la 
inclusión de cláusulas sociales en los contratos.

Hay que destacar que el Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares del Acuerdo 
Marco de seguridad privada en la Generalidad de Cataluña en vigor, prevé en su Cláusula 
Trigésimo tercera la creación de un comité de seguimiento mixto, Administración /Empre-
sas integrado por representantes de la Dirección General del Patrimonio de la Generalitat 
de Catalunya, un representante de la Oficina de Supervisión y Evaluación de la Contrata-
ción Pública, un representante del Departamento de Interior y de las organizaciones em-
presariales y sindicales representativas del sector de vigilancia y seguridad. El comité tiene 
por función hacer el seguimiento de las adjudicaciones hechas a través de la contratación 
derivada y del código de buenas prácticas en la prestación de estos servicios.
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7. LA SUBROGRACIÓN 

Esta figura, que surje por acuerdo de las empresas de seguridad privada con la representa-
ción de los trabajadores, está recogida en el Convenio Nacional de Empresas de Seguridad 
Privada, cuyos artículos 14 y 15 indican cómo y cuándo se debe proceder a la subrogación 
de los empleados. Del contenido de estos artículos y su puesta en práctica, es fácil deducir 
la relevancia de la subrogación en el desarrollo de las actividades de seguridad privada:

Artículo 14. Subrogación de servicios.

La subrogación se produce cuando una empresa sustituye de forma total o parcial a otra en 
la prestación de los servicios contratados por un cliente, público o privado, cualquiera que 
fuera la causa, en los supuestos y términos establecidos en este Convenio.

Dadas las especiales características y circunstancias de la actividad, que exigen la movili-
dad de los trabajadores de unos a otros puestos de trabajo, este artículo tiene como finalidad 
garantizar la estabilidad en el empleo de los trabajadores de este sector, aunque no la esta-
bilidad en el puesto de trabajo.

En virtud de la subrogación de personal, la nueva adjudicataria está obligada a integrar 
en su plantilla, subrogándose en sus contratos de trabajo, a los trabajadores de la empresa 
cesante en el servicio, cualquiera que sea la modalidad de contratación y/o nivel funcional 
de los trabajadores, siempre que se acredite el requisito de antigüedad establecido en los 
artículos 15 y 16 de este Convenio para cada colectivo...

Artículo 15. Subrogación en servicios de vigilancia, sistemas de seguridad, transporte de 
explosivos, protección personal y guarderío rural.

Para los servicios de vigilancia sistemas de seguridad, transporte de explosivos, protec-
ción personal y guarderío rural, además de cumplir los requisitos establecidos en el artículo 
anterior, los trabajadores objeto de subrogación deberán encontrarse adscritos al contrato 
de arrendamiento de servicios o lugar de trabajo objeto de subrogación acreditando una 
antigüedad real mínima en el servicio o cliente objeto de subrogación, de siete meses inme-
diatamente anteriores a la fecha en que la subrogación se produzca.

Asimismo, procederá la subrogación cuando la antigüedad en la empresa y en el servicio 
coincida, aunque aquella sea inferior a siete meses.

Igualmente procederá la subrogación cuando exista un cambio en la titularidad de las ins-
talaciones donde se presta el servicio.
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En general, para las empresas proveedoras es tranquilizador, en el ámbito económico y 
en el de las relaciones laborales, que, al perderse un servicio como resultado de un proceso 
de licitación, exista la posibilidad de subrogar los trabajadores adscritos a ese servicio a la 
nueva empresa adjudicataria. La empresa saliente se así ve liberada de la carga económica 
importante que supondría la indemnización de los empleados, además de evitar la carga de 
trabajo administrativo, no despreciable cuando hablamos de colectivos numerosos.

No obstante, si la empresa ha invertido en formación de calidad, más allá de la simple for-
mación obligatoria, pierde unos recursos humanos bien formados y con experiencia en ese 
servicio concreto y se los pasa a la empresa competidora adjudicataria, con el consiguiente 
ahorro de costes formativos para esta última, especialmente cuando el servicio requiere 
habilidades especiales. En este sentido, la subrogación podría determinar negativamente 
la política de formación en algunas empresas.

Otro efecto de la subrogación es que, en cierta medida, abarata los servicios, toda vez 
que, de no existir, las empresas deberían añadir a sus costes empresariales, los derivados 
de las indemnizaciones; sin embargo, también los encarece, a causa de la mayor antigüe-
dad devengada por los trabajadores. El saldo final del abaratamiento y encarecimiento de-
pende en cada caso de las cantidades a indemnizar y de las antigüedades acumuladas.

Si la empresa cesante ha invertido en formación 
de calidad, pierde unos recursos humanos bien 

formados en beneficio de la empresa competidora 
adjudicataria. En este sentido, la subrogación 

podría determinar negativamente la política de 
formación en algunas empresas

Desgraciadamente, la figura de la subrogación abre vías para que las empresas desa-
rrollen estrategias perfectamente legales, pero dudosamente éticas, para ahorrar costes. 
Nada impide, por ejemplo, que una empresa grande asuma un servicio de poca entidad, 
compitiendo con empresas menores a precio muy bajo, incluso asumiendo pérdidas, sin 
que pueda calificarse de baja temeraria, toda vez que está en condiciones de demostrar su 
capacidad para llevarlo a cabo. Este contrato le permitiría desplazar a ese servicio personal 
de mucha antigüedad del que quiera desprenderse, que tendría que asumir la empresa ad-
judicataria en la siguiente licitación, a la que obviamente, no se presentaría.
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La relación entre subrogación y precio y su impacto en la calidad del servicio de se-
guridad, puede verse en áreas diferentes de la vigilancia, como es el mantenimiento de 
sistemas. El personal de estas empresas, no incluido en el convenio colectivo, puede ser 
desplazado por el nuevo adjudicatario de un contrato de mantenimiento, que decide aba-
ratar los costes utilizando personal menos cualificado, en detrimento de las garantías de 
buen funcionamiento de los sistemas. Obviamente, esta situación sólo puede revertirse 
exigiendo los requerimientos técnicos precisos y valorando el servicio a contratar en sus 
justos términos de calidad y precio.

En cualquier caso, resulta evidente que la subrogación desvirtúa las características par-
ticulares de las empresas, por los procesos de transferencia de personal que se producen al 
cambio de titularidad de los contratos. Es, además, muy perjudicial para la fidelización del 
empleado con la empresa de seguridad para la que trabaja, pues a través de los distintos 
procesos de licitación van pasando de la empresa X a la Y, de ésta a la Z, vuelven a la X y, 
posteriormente, a la W.

Desde el punto de vista del contratante, cuando el servicio requiera especiales habili-
dades, puede ser preferible que, aunque cambie la empresa proveedora, se mantengan los 
vigilantes pese al encarecimiento del servicio por la antigüedad acumulada. Por el contra-
rio, para usuarios cuyos servicios no requieran una especial cualificación, podría ser más 
rentable, que no hubiera subrogación, por el abaratamiento que produciría la menor anti-
güedad, sin merma de la calidad del servicio. Hasta tal punto es así que algunos pliegos de 
licitación, imponen ciertos porcentajes de renovación de la plantilla durante la vigencia del 
contrato, con el fin de evitar el encarecimiento por incremento de la antigüedad.

La subrogación puede representar un peligro 
para el ejercicio profesional de los vigilantes sin 

antigüedad bien formados y motivados, porque se 
prescinde de ellos por los costes de indemnización, 
sin atender a la diligencia con la que puedan estar 

prestando su servicio

Por otra parte, la subrogación tiende a producir un efecto de fidelización del vigilante con 
el cliente más que con la empresa que paga su nómina, porque una buena relación con 
aquél garantiza su permanencia en el puesto, aunque cambie la empresa de seguridad pro-
veedora, mientras que ésta tenderá a desprenderse de él en cuanto pierda el servicio. Pre-
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cisamente este efecto de fidelización vigilante-usuario, es buscado intencionadamente por 
algunas empresas contratantes mediante la asignación de incentivos especiales e, incluso, 
modificando su uniformidad para proyectar e interiorizar la imagen del usuario, antes que 
la del propio proveedor.

En todo caso, puede afirmarse que la subrogación representa un peligro para el ejercicio 
profesional de los vigilantes sin antigüedad bien formados y motivados, que ven cómo ante 
la disminución de efectivos se prescinde de ellos frente a los que acumulan más antigüe-
dad, por los costes de indemnización, sin atender a la diligencia con la que puedan estar 
prestando su servicio y a la mayor o menor continuidad del personal. Los ciudadanos, usua-
rios finales del servicio, necesitan percibir la seguridad como algo cercano y efectivo, ob-
jetivos más fáciles de alcanzar en la medida que aumente la experiencia y el conocimiento 
de los vigilantes que prestan el servicio. 

Este debe ser un factor determinante al diseñar un modelo de seguridad privada eficaz. 
Como lo debe ser también su capacidad para interactuar con las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad que en ocasiones comparten servicios con la seguridad privada y que, en todo 
caso, son receptoras de su apoyo y colaboración. En este sentido, la seguridad privada 
necesita elevar exponencialmente su profesionalidad como garantía de calidad de sus ser-
vicios, lo que vendrá de la mano de su formación, su dominio del entorno de servicio y su 
experiencia de actuación en el mismo.

Por todas las razones expuestas, la subrogación puede actuar como un freno al crecimiento 
en calidad de los servicios de seguridad privada; en este sentido, se trata de un mecanismo 
cargado de buenas intenciones cuyos efectos prácticos no siempre resultan beneficiosos.

Las transferencias de personal, que limitan la libertad de acción de las empresas pres-
tadoras y todos los condicionantes que influyen en la profesionalidad y ejecutoria del per-
sonal, podrían apuntar a un cambio de modelo en el que, al menos determinados usuarios 
especialmente críticos, pudieran dar continuidad a sus propios servicios y personal me-
diante una adecuada y específica formación y un régimen de incentivos verdaderamente 
motivador, todo ello en el marco de un sentimiento de fidelización a unos objetivos concre-
tos y cercanos.

-

La subrogación puede actuar como un freno 
al crecimiento en calidad de los servicios de 

seguridad privada: se trata de un mecanismo 
cargado de buenas intenciones cuyos efectos 

prácticos no siempre resultan beneficiosos



ANÁLISIS PERÍODO 2007-2017. Fundación Borredá     53 

LA CONTRATACIÓN DE SEGURIDAD POR EL SECTOR PÚBLICO

CONCLUSIONES

  La crisis económica ha impuesto a la Administración una reducción del gas-
to, que ha alcanzado incluso a los contratos de seguridad. Las empresas prestatarias 
de servicios se han visto obligadas a aceptar las nuevas condiciones, pero con la re-
ducción de sus márgenes se produce una pérdida de calidad que, en el caso de los 
productos y servicios de seguridad, es intolerable. Ante una situación como la vivida, 
la reducción del importe de las licitaciones debe ir acompañada de un esfuerzo de pla-
nificación y priorización que reduzca, de forma eficiente, los costes. 

  En los contratos de seguridad, la Administración debe ser enormemente cauta al uti-
lizar procedimientos negociados para abaratar los precios y extremar las medidas 
de control para minimizar el impacto de un desordenado apetito de riesgo por parte de 
los licitadores y la concurrencia de proveedores con mínimas garantías de calidad. En 
particular, procedimientos como la subasta electrónica con el único objetivo 
de reducir los precios, han demostrado su ineficiencia.

  Al margen de ineficiencias, la Administración ha proyectado una imagen letal 
para el valor de los servicios privados de seguridad, desinteresándose por su 
calidad y buscando sólo bajar su precio. Recuperar su credibilidad exigirá una labor 
concertada de todos cuantos intervienen en la planificación y desarrollo del modelo. 

  Con independencia de lo inadecuadas que pudieran resultar algunas prácticas en la 
contratación de seguridad privada por el sector público, hay que poner de manifiesto 
que las capacidades de inspección y control de la Administración no se han 
desplegado en todo su potencial, tanto en el ámbito laboral y de Seguridad Social, 
como en el cumplimiento normativo general y sectorial. 

  Existe una gran disparidad de criterios a la hora de establecer las cláusulas 
que rigen los contratos de servicios de seguridad por parte del sector público, tanto 
desde el punto de vista administrativo como técnico. Sería deseable que se unificasen 
estos criterios en unas cláusulas de uso verdaderamente general para homogeneizar 
la actuación de los diferentes órganos de contratación y favorecer la contratación 
social y técnicamente responsable.

 Es preciso tomar conciencia de que la contratación de servicios de seguridad por 
parte del sector público requiere un tratamiento diferenciado. España vive en 
situación permanente de alto nivel de alerta antiterrorista y precisa un sistema público 
de seguridad especialmente eficiente. El Ministerio del Interior debe tutelar la contra-
tación estableciendo las condiciones básicas por las que se ha de regir para garantizar 
una contratación técnicamente responsable. 
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  Así como la Ley 9/2017 establece las bases para una contratación socialmente res-
ponsable, la definición de los requerimientos que faciliten una contratación 
técnicamente responsable debe iniciarse en la normativa de seguridad pri-
vada, imponiendo requisitos adicionales a las empresas para poder contratar en sec-
tores estratégicos como el público, especialmente cuando se trate de infraestructuras 
críticas. En este sentido, la certificación exigida en el artículo 19.4 de la Ley 5/2014, de 
Seguridad Privada, cobra su verdadero valor si previamente se han elevado los requeri-
mientos técnicos por la normativa administrativa correspondiente, en este caso, la Ley 
de Seguridad Privada y su normativa de desarrollo. 

  En el mismo sentido, la falta de uniformidad en el establecimiento de los crite-
rios de valoración de las ofertas de servicios de seguridad, da lugar a situacio-
nes incompatibles con mínimos de calidad. Por la incidencia de estos servicios en la 
seguridad pública, la Administración debe hacer un esfuerzo normativo unificador de 
los criterios técnicos básicos exigibles a contratos de este tipo, que permitan la más 
adecuada ponderación entre el precio y la calidad estableciendo fórmulas nece-
sarias para garantizarla. 

  El sistema de penalizaciones asociado a determinados contratos, requiere medi-
das correctoras para garantizar su capacidad de mejorar ciertos aspectos de la eje-
cución del servicio, sin extralimitaciones en los ámbitos de seguimiento, en la cuantía 
de las penalizaciones o en los criterios utilizados para su valoración.

  La excesiva dependencia del precio y la tendencia a ajustar al máximo los servicios de 
seguridad ha producido una cierta parálisis de la innovación. Es necesario avanzar 
en fórmulas que incorporen soluciones de innovación técnica, más eficientes 
para la ejecución de los servicios, en beneficio tanto de la Administración licitadora 
como de la empresa adjudicataria.

  La crisis económica está favoreciendo una transformación del sector de la se-
guridad privada que pasa de proveedores intensivos de mano de obra para vigilancia, 
a proveedores de soluciones integrales de seguridad, buscando una mejor alineación con 
el mercado.

  En cuanto a la seguridad de los aeropuertos, no tiene sentido una tasa ex-
cedentaria que no puede aplicarse a la contratación de servicios de seguri-
dad de alta calidad. La Administración debe replantearse el modelo de seguridad 
utilizado para la protección de estas instalaciones, para mejorar su calidad técnica, así 
como la coordinación y el control de todos los actores con absoluta diferenciación de 
facilitación y seguridad.
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  La subrogación resulta una figura ciertamente controvertida. Su interés práctico, para 
favorecer la estabilidad del empleo y evitar consecuencias negativas asociadas al cambio 
de titularidad de los contratos, se ve empañado por importantes efectos contraproducen-
tes, como el incremento de costes para el nuevo contratista, que no son contemplados 
en los precios de licitación y, desde el punto de vista operativo, el déficit de calidad que 
puede comportar el proceso de transferencia de efectivos. Los ciudadanos, clientes finales 
o receptores últimos de los servicios, necesitan percibir la seguridad como algo cercano y 
efectivo, objetivos más fáciles de alcanzar en la medida en que el concepto de subroga-
ción evolucione de considerar los costes laborales y la antigüedad los elementos 
decisivos, a poner el foco en la cualificación del personal de seguridad privada.

  Tras la aparición de la Ley 5/2014, de Seguridad Privada, ésta se integra en el siste-
ma público de seguridad asumiendo servicios de considerable importancia, incluso 
en colaboración con las Fuerzas de Seguridad del Estado. Parece necesario, tras los 
últimos acontecimientos, un replanteo del modelo para evitar situaciones de 
potencial desprotección o pérdida de imagen derivadas de la posible inesta-
bilidad del sector privado. En este sentido, y en la línea del punto anterior, debería 
avanzarse hacia un modelo en el que, al menos determinados usuarios especialmente 
críticos, pudieran dar continuidad a sus propios servicios y personal mediante una ade-
cuada y específica formación y un régimen de incentivos verdaderamente motivador.

  La ley 5/2014, de Seguridad Privada, sitúa al director de seguridad privada en el centro del 
modelo de planificación y control de los servicios. Sin embargo, su papel en la contratación de 
estos servicios por el sector público es secundario y esta falta de protagonismo puede ser 
causa de desviaciones en el cumplimiento de los contratos por parte de las empresas prestadoras. 

  La aparición de la Ley 9/2017, de contratos del sector público, coincide en el tiempo 
con otros dos instrumentos de enorme interés para la contratación de servicios de segu-
ridad privada: el convenio colectivo estatal para las empresas de seguridad en el período 
2018-2020 y el acuerdo del grupo de trabajo sobre seguridad privada en las infraestructu-
ras de transporte de competencia estatal, ambas de extraordinaria importancia, aunque 
sería deseable que se estructurasen entorno a una representación completa del sector. 
Con este marco, a falta de un adecuado desarrollo de la Ley, cabría esperar un perfec-
cionamiento de las condiciones de contratación por parte del sector público 
que repercuta positivamente en los servicios de seguridad privada.

  Ante el papel determinante que está llamada a desempeñar la Estrategia Nacional 
de Contratación Pública, sería deseable que buscase la participación equilibrada de 
todos los agentes del sector, en la inteligencia de que la incorporación de los agen-
tes sociales al seguimiento de la contratación contribuye al cumplimiento de lo 
comprometido por los adjudicatarios de los contratos.
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PROPUESTAS

1. Desarrollar la Ley 9/2017 de Contratos del Sector Público mediante un Reglamento 
General que contemple las especificidades de la contratación de seguridad privada, 
en atención a su relevancia para la seguridad pública. Sucesivamente y con carácter 
sectorial, elaborar normas, con el rango que corresponda, que sirvan de guía en lo bá-
sico para la contratación en los sectores contemplados, a modo de Pliegos de Cláusulas 
Generales y Particulares.

2. Desarrollar la Ley 5/2014 de Seguridad Privada mediante un Reglamento de Seguridad 
Privada que incluya normas para la contratación de servicios y suministros por parte 
del sector público, estableciendo condiciones especiales de ejecución relacionadas con 
el cumplimiento de las obligaciones laborales por parte de las empresas de seguridad 
privada contratistas, atribuyéndoles, incluso, el carácter de obligaciones contractuales 
esenciales a los efectos de la resolución de los contratos.

3. Igualmente, establecer en dicho Reglamento de seguridad Privada las bases para una 
contratación técnicamente responsable, definiendo los requisitos mínimos de las em-
presas de seguridad privada en cuanto a formación, estructura y capacidad, para poder 
contratar con el sector público. Estos requisitos deberán ser incorporados a los pliegos 
de prescripciones técnicas por los contratantes.

4. Este Reglamento de Seguridad Privada debería también reforzar el papel del Director 
de Seguridad atribuyéndole, en el caso del sector público, la responsabilidad de esta-
blecer los mínimos de valoración de las ofertas técnicas y su ponderación con el precio.

5. Poner en marcha, con carácter urgente, los mecanismos previstos en la Ley 9/2017 para 
elaborar una Estrategia Nacional de Contratación Pública, en la que, por la trascen-
dencia de su actividad, debe tener un capítulo especial la contratación de seguridad 
privada.

6. La representación del sector ante los órganos que elaboren dicha Estrategia, debe estar 
constituida por una Subcomisión “ad hoc” nombrada en el seno de la Comisión Nacio-
nal de Seguridad Privada. A tal fin, debe desarrollarse este órgano, de acuerdo con la 
Ley 5/2014, de Seguridad Privada, para establecer su composición, funciones y régimen 
de funcionamiento. 

7. La Administración debe hacer uso de todos sus recursos para garantizar la calidad de 
los servicios contratados. A tal fin, debe ampliar de modo efectivo la capacidad de ins-
pección y control de sus órganos competentes (Dirección General de la Policía, Agencia 
Estatal de Seguridad Aérea, Inspección de Trabajo y Seguridad Social…).
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8. Siendo la seguridad una función crítica para la empresa (y para toda la sociedad, en el 
caso del sector público) cuya externalización puede presentar riesgos ante la falta de 
garantías de estabilidad asociada a la contratación de servicios privados, los centros y 
empresas del sector público que sean designados operadores críticos, deberían poder 
disponer de sus propios servicios de seguridad privada, mediante la oportuna modifi-
cación de la Ley 5/2014, o constituyendo empresas específicas para autoconsumo como 
ya ocurriera en el pasado.

9. En los servicios considerados más estratégicos para la Seguridad Pública, el Estado no 
puede permitir que la seguridad se vea comprometida, directa o indirectamente, por 
un modelo de contratación que incida negativamente en su calidad y continuidad. El 
Ministerio del Interior debe tutelar la contratación de seguridad por el sector público y 
asumir la responsabilidad de contratar directamente los servicios de seguridad privada 
necesarios para complementar los de las FCS, de acuerdo con el papel que les corres-
ponde, en la línea seguida actualmente para los establecimientos penitenciarios.

10. Por lo que se refiere a los aeropuertos, el gestor aeroportuario debería crear sus propios 
servicios privados de seguridad de carácter permanente.  En tanto no se lleve a cabo 
ese cambio de modelo, los servicios de seguridad privada deberían ser contratados por 
el Ministerio del Interior, ampliando la tasa actualmente existente, y estableciendo un 
modelo de contratación técnicamente responsable a través de pliegos de prescripciones 
técnicas elaborados por el Cuerpo de Seguridad responsable de los servicios en los que 
no se incluirán cuestiones ajenas a la seguridad como pueda ser la facilitación.
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